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DELEGADOS 

DESECTOR: — Señores Representantes Daniel Bianchi, Carlos Maseda, Iván Posada y Jaime Mario 
Trobo. 


CONCURREN: Señores Representantes Alfredo Asti, Eduardo Brenta y Javier García. 


INVITADOS: Señora Ministra de Salud Pública, doctora María Julia Muñoz; doctor Miguel Fernández 
Galeano, Subsecretario; doctora Cristina Nocetti, Directora de la Unidad Ejecutora de 
Cooperación Italiana; escribana Leonor Nieto; doctora Adela Montiel; ingeniero Gonzalo 
Ambrois; contadora Mónica Estévez y doctor Feliciano Mauvezin, Director de División 
Jurídico Notarial. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir a la señora Ministra de Salud 
Pública, respondiendo a un pedido suyo, a efectos de brindar información sobre la licitación en curso relativa 
a la Unidad Ejecutora de Cooperación Italiana. 


La delegación que acompaña a la señora Ministra está integrada por el doctor Fernández Galeano, 
Subsecretario de Salud Pública, la doctora Cristina Nocetti, coordinadora de la Unidad Ejecutora de 
Cooperación Italiana, la contadora Mónica Esteves, la escribana Leonor Nieto, la doctora Adela Montiel y el 
ingeniero Gonzalo Ambrois, integrantes de dicha Unidad, y el doctor Feliciano Mauvezin, Director de la 
División Jurídico Notarial del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR TROBO.- Queremos comunicar a los integrantes de la Comisión que tenemos el propósito de 
consultar al equipo del Ministerio en el día de hoy respecto a una serie de informaciones que han 
surgido en torno a decisiones tomadas por el Fondo Nacional de Recursos. En la medida que está aquí 
la señora Ministra, que es quien lo dirige, y el señor Subsecretario, que lo preside, una vez que se 
finalice el análisis del tema por el que han concurrido queremos hacer algunas consideraciones y, 
obviamente, algunas consultas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el momento adecuado se pondrá a consideración de la Comisión si el tema 
es pertinente. 


nn." 


En medicina eso se llama el sindrome de "ya que": "ya que estamos". 
SEÑOR TROBO.- Pero aquí estamos en política. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero es parecido. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL.- Muy buenos días a todos y a 
todas. 


Para nosotros es un gusto venir al Parlamento y a esta Comisión a los efectos de dar a conocimiento a todas 
las bancadas que integran el sistema parlamentario uruguayo acerca de cómo hemos venido trabajando con lo 
que se ha dado en llamar préstamo italiano que, en realidad, es un canje de deuda que ha sido votado por el 
Parlamento en el año 2004, siendo ratificado posteriormente. Este Ministerio creó una Unidad Ejecutora para 
que se encargara de trabajar el tema con personas competentes y honestas, que realmente tienen una 
trayectoria de trabajo impecable dentro de la Cartera. La Unidad también está integrada por otras personas de 
las que conocemos su trayectoria fuera del Ministerio y podemos decir que sabemos de su capacidad, 
honestidad y adhesión no solo a la causa pública sino a las instituciones en las que se han desempeñado. 


Creo que lo más importante que podría destacar en una introducción muy somera, es que al discutirse las 
necesidades que tenía el sector público dentro del Ministerio, se trató de acompasarlas con lo que hemos dado 
en llamar en la reforma de la salud, el cambio de modelo de atención, la priorización del primer nivel de 
atención y la necesidad de que ese nivel tuviera capacidad de ejecución y de solución de los problemas que 
allí se presentan. Además de que el primer nivel de atención tuviera capacidad de solucionar consultas, 
evacuar y hacer diagnósticos, también se trató -mediante la posibilidad de este préstamo para equipamiento 
del sector público- de hacer frente a carencias importantes en algunas Unidades Ejecutoras. Para eso se 
visitaron 268 Unidades Ejecutoras a lo largo del país, haciendo un exhaustivo relevamiento de sus 
necesidades, tratando de que, además, en esas Unidades en las que se prestan servicios de salud existiera 
también personal capacitado para manejar el equipamiento que recibirán en este proceso. 


Este proceso ha sido largo y laborioso y ha tenido dos instancias de evaluación en lo legal, en lo técnico y en 
lo económico. Esas evaluaciones han sido solicitadas al doctor Delpiazzo en lo legal, al ingeniero Irisity en lo 
técnico y al economista Zipitría en lo que tiene que ver con la parte económica. 


En nuestro país el monto del que estamos hablando es chico para lo que es el equipamiento institucional del 
Uruguay, pero se ha debatido entre las empresas como si fuera un monto mayor. Vamos a explicar claramente 
las características del préstamo, lo que fue firmado en el Parlamento y cómo es el compromiso que adquiere 
el país sobre lo que se llama la cuota ligada, que es lo que debe comprarse en Italia. 


También queremos destacar que este no es el primer canje de deuda o préstamo que el país hace para 
equipamiento sino que hay varios antecedentes que ya se han ejecutado en el Uruguay. 


A los efectos de esclarecer el proceso cedería la palabra a la Directora de la Unidad Ejecutora que fue creada 
a esos efectos en el Ministerio de Salud Pública, la doctora Cristina Nocetti. 


Quiero decir que esa Unidad Ejecutora -como ella lo señalará-, de acuerdo con las características del 
préstamo, tuvo el apoyo de la Organización Panamericana de la Salud y de IMG, una empresa italiana que 
también está en el acuerdo país. Esta funcionó en un local especialmente arrendado por la Organización 


Panamericana de la Salud, fuera del Ministerio de Salud Pública, a los efectos de que todos los técnicos 
actuantes tuvieran absoluta libertad en su capacidad técnica para trabajar el tema. 


SEÑORA NOCETTTLI.- Buenos días a todos. 


La idea que tenemos es la de presentar cómo se desarrolló el programa o proyecto del préstamo italiano, 
cómo se identificaron las necesidades y cómo trabajamos, para que tengan conocimiento claro de cómo se 
fueron realizando las actividades, y posteriormente nos manifiesten las inquietudes o dudas que puedan haber 
quedado y no hayan sido aclaradas con la exposición. 


En primer término, como dijo la señora Ministra, este es un crédito italiano en el que hay apoyo de IMG, que 
es una organización de la Comunidad Europea, y de la Organización Panamericana de la Salud. 


La presentación va a tener algunas etapas que a todos nos pareció importante destacar. Primero se mostrarán 
los antecedentes a través de seis diapositivas; luego, la identificación de las necesidades; la definición de los 
lotes en cinco diapositivas; la planificación de la licitación en doce diapositivas; el desarrollo de las 
actividades en tres diapositivas y las conclusiones a las cuales llegó el equipo de la UECI. Entre la 
identificación de las necesidades, la definición de los lotes y la planificación de la licitación está el listado de 
equipamiento que consideramos importante para las necesidades de ASSE y el Ministerio de Salud Pública. 


En cuanto a los antecedentes, nos importó destacar cuáles eran los documentos formales con los que 
contábamos. Tenemos un memorándum de entendimiento que se firmó entre Italia y Uruguay en noviembre 
de 2003, que fue aprobado por nuestro Parlamento en junio de 2004. También tenemos notas verbales que 
modificaron ese memorándum en 2004 en que Italia modifica el banco a través del cual se van a hacer los 
pagos del crédito central, Artigiancassa, que es el que está actualmente en el proyecto. En 2006, a instancia 
del propio Ministerio, se modificó la procedencia que decía "cuota desligada local o regional" por "regional o 
internacional" a fin de tener una más amplia gama de equipos que no se fabricaban en Italia ni en la región y 
que eran necesarios para las unidades asistenciales de ASSE. 


También se hace un convenio financiero en diciembre de 2005 y se firma un acuerdo entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y Artigiancassa con una resolución presidencial que lo ratifica en 2006. 


En cuanto al memorándum, nos pareció importante destacar algunos de los artículos del memorándum de 
entendimiento. La línea de crédito es con una concesión superior al 80%. Decía que los bienes tenían que ser 
de origen italiano. Sin embargo, también se dice que hasta un importa máximo del 50% la línea puede ser 
para adquirir bienes y servicios de origen local, regional o internacional tal como dijeron las notas verbales. 
Los criterios de selección de los proveedores tienen que estar de acuerdo con la normativa vigente en la 
Unión Europea. En el ámbito del programa del Ministerio se contaría con el apoyo de OPS e IMG. 


El convenio financiero por el cual Artigiancassa otorga al prestatario, y el prestatario acepta, incluye un 
préstamo blando en que el período de gracia es de 17 años a partir del primer desembolso y luego el pago en 
42 cuotas de capitales semestrales con una tasa de interés nominal del 0,1%, lo cual significa que es un 
préstamo blando. El objetivo del crédito está expresado allí y esas condiciones aseguran que el elemento de 
concesión es superior al 80%. Además, Italia financia con fondos propios, independientemente del crédito, a 
OPS e IMG con más de € 800.000 como donación. No es retirado de los € 15:000.000 que da el préstamo; es 
un contrato aparte. 


Entre los antecedentes, está la creación de la UECI con los nombres que ya escucharon y el objetivo es 
garantizar los cometidos propuestos en el memorándum. 


¿Cuáles son los lineamientos sanitarios? El memorándum de entendimiento ya fija en el artículo 2* cuáles 
son: sostener la capacidad del sistema sanitario público uruguayo para hacer frente a las necesidades de la 
población, con prioridad para los grupos más vulnerables. Junto a esto, el Ministerio de Salud Pública define 
cuáles serían los lineamientos específicos de este proyecto. Así aparece: mejorar la capacidad resolutiva del 
primer nivel de atención, teniendo en cuenta los programas prioritarios, tal como lo expresaba la señora 
Ministra. El fortalecimiento del primer nivel es importante para todo el país, no solo para Montevideo. 
También fortalecer los servicios de emergencia de todo el país y mejorar la eficiencia y capacidad resolutiva 
de los servicios con block quirúrgico de los hospitales regionales. Esto significa que tenemos la capacidad 


para hacer llegar a todas las localidades del interior del país tecnología que permita resolver la patología de 
primer nivel que está definida en los programas prioritarios. De esta manera, las usuarias y los usuarios del 
Ministerio de Salud Pública que están en lugares donde no existe inclusive el sector privado -como puede ser 
la policlínica de Tambores o Pirarajá- pueden acceder a tecnología que le resuelvan los problemas del primer 
nivel. 


¿Cuáles eran los resultados esperados de acuerdo con los lineamientos que se establecieron? Aumentar la 
capacidad de respuesta; fortalecer los servicios ambulatorios y hospitalarios destinados a la emergencia; 
también los programas nacionales prioritarios y el aumento del acceso a la población más vulnerable. 


Pasemos al segundo capítulo: metodología de trabajo. A fin de identificar los equipamientos necesarios, 
empezamos identificando cuáles eran las necesidades. Con las líneas estratégicas definidas, a partir de abril 
de 2005, se hicieron entrevistas con los directores de ASSE, la doctora Miriam Contera, el doctor Baltasar 
Aguilar y el doctor Tabaré González, definiendo con ellos cuáles eran los alcances que podía tener este 
préstamo. De acuerdo con las líneas estratégicas, se acordó que se hiciera un relevamiento de necesidades y 
se recogieron las necesidades de equipamiento a nivel de todo el país. Se hicieron también consultas con los 
usuarios y con los Directores de las diferentes unidades asistenciales. Acá podemos decir que esto llevó casi 
un año y en diferentes oportunidades se les fue enviando y reenviando los listados para ir perfeccionándolos 
porque, por supuesto, cuando uno releva necesidades, pueden aparecer algunas que lleven a superar en 
mucho los € 15:000.000. Al mismo tiempo, tuvimos que hacer algunos recortes que dependían de la 
necesidad de ajuste. Además, en el año 2005, se solicitó a ASSE, que nos definiera quiénes eran las personas, 
usuarios, que nos iban a decir cuáles eran las características que debían tener los equipos. Acá aparece un 
ejemplo de algunos criterios de ajuste que hicimos. Esto está en una nota que enviamos a los Directores de 
ASSE. Por ejemplo, eliminar los bienes de valor mínimo, porque la gente podía pedir espéculos o sillas, y no 
era lógico pedir esto, aunque podía ser una necesidad, en el contexto de este préstamo. También se sugería 
eliminar aquello que no correspondía al nivel, puesto que podían haber pedido algo por encima del nivel. 


Acá ven algún listado -no lo voy a leer- en el que se definían previamente, de manera clara y en conocimiento 
de todos cuáles eran los criterios que se iba a seguir. Son los siguientes: eliminar los que nos corresponden al 
nivel de complejidad; los electrocardiógrafos y ecógrafos para APS se asignarán uno por centro 
departamental y uno por centro de atención con poblaciones de más de 6.000 habitantes; los aspiradores se 
asignarán uno por centro departamental y uno por unidad asistencial con internación y emergencia; los 
cardiodesfribiladores, uno por centro departamental para cada emergencia; los oftalmoscopios y otoscopios, 
uno por centro departamental y por centro con camas para emergencia y APS; un respirador volumétrico por 
centro departamental y cirugía laparoscópica general y ginecológica para cada centro quirúrgico 
seleccionado. 


Estos equipos están destinados a 268 unidades asistenciales, y decimos "unidades asistenciales" porque, 
como explicamos al comienzo, no son hospitales ni centros; de repente, son policlínicas que están en el 
medio de nuestra República, con poco acceso a los centros departamentales. 


A continuación, tenemos un mapa en el que están señaladas con cintas naranjas todos los lugares adonde van 
a ir los equipos, y que fueron recorridos, uno por uno, con los expertos de OPS, identificando y validando lo 
que se había definido como necesidad, que luego lo vamos a expresar con mayor detalle. 


En cuanto a los lugares de destino, el 80% de los equipos son destinados a las unidades asistenciales del 
interior, de acuerdo con lo que estuvimos hablando. Nos parecía importante fortalecer al interior, de manera 
que no todo se concentrara en Montevideo sino que también el interior tuviera capacidad de resolución. Cada 
unidad -como decía- fue visitada por un experto de OPS. Se identificó cuál era la situación; se validó lo que 
habíamos propuesto; se vieron las condiciones de instalación; se vio la necesidad de recursos humanos o de 
su capacitación, y se identificaron los programas que se llevarían adelante con esto. De esa manera, vamos a 
tener identificado un usuario que está esperando el equipo que nosotros vamos a adquirir. En cada unidad se 
identificó al usuario que va a recibir el equipo, que va a trabajar con él y que va a cumplir un programa con 
ese equipo. 


El pliego, que salió en la página web y se publicó, tenía un listado de todos los equipos, con las cantidades de 
cada uno, con los lugares adónde iban destinados y con las direcciones de entrega. No fue que nosotros 
compramos una cantidad de equipos odontológicos para después distribuirlos, sino que estaba identificada la 


necesidad y quién lo iba a recibir. Había, inclusive, planos de instalación de los equipos fijos, elaborados por 
IMG, porque el lugar donde se instalaba también era muy importante. 


Acá tenemos ejemplos de los listados de equipos que fueron quedando como definitivos. Hay una serie de 
equipos que tienen que ver con: diagnóstico por imagen, block quirúrgico y emergencia -como habíamos 
dicho-, ambulatorio, cardiología, odontología, esterilización, traslado, informática y video. Con el fin de 
fortalecer la atención primaria, también pusimos la parte de computación e informática, para conectar todos 
los centros en red, y la parte de video y televisión, para poder hacer educación a nivel de la población. 


Este listado de equipos, al que se llegó después de más de un año de trabajo, teníamos que ir agrupándolo en 
lotes. 


Vamos a hacer un resumen de lo que hemos dicho. Las prioridades fueron los grupos más vulnerables y los 
centros de atención del interior del país. El objetivo era fortalecer el nivel de atención primaria y mejorar los 
servicios de emergencia, block quirúrgico y regionales. Se realizó el listado de equipos y el lineamiento 
técnico más importante era la sustentabilidad de la inversión en el tiempo. Esto estaba dado porque los 
usuarios sabían que iban a recibir el equipo y se los iba a capacitar. Ustedes van a ver que parte del pliego 
requería, para el desembolso final, que los usuarios estuvieran capacitados en el manejo del equipo. También 
se establecía el mantenimiento por dos años dentro de la garantía y por cinco años más, con un compromiso 
de tener los repuestos durante diez años. 


Podemos hablar de transparencia en el procedimiento. Todos participaron en la definición de las necesidades; 
acá no hubo un grupo cerrado que dijo: "¿Qué es lo que necesita el Ministerio? Vamos a hacerlo", sino que 
participaron todos. 


Se buscó una máxima relación calidad y precio. Por supuesto, ¿cuál era el vínculo? La cuota ligada que tenía 
que ser por lo menos el 51% y una licitación de acuerdo a la legislación de la Unión Europea. 


¿Cómo se definieron los lotes que posteriormente licitamos? Ustedes pueden ver los equipos que habíamos 
definidos. Se definieron los lotes de la siguiente manera: lote 1; lote 2; etcétera, de acuerdo con la 
homogeneidad y los criterios de relacionamiento entre sí. ¿Cómo definimos los lotes ligados? Uno de los 
grandes temas era cómo hacíamos para definir cuáles eran ligados y cuáles desligados. 


Lo primero que tenemos que tener claro es que el hecho de haber una cuota ligada achica el mercado, porque 
hay equipos que tienen que ser adquiridos en Italia. En segundo lugar, debemos tener en cuenta que puede 
existir un costo adicional relacionado no solo con el costo del equipo en Italia sino con su traslado. Se estudió 
para cada lote la diferencia entre el costo de comprarlo acá y de comprarlo al precio del mercado en Italia. 


Además, se tuvo en cuenta cuáles eran los lotes que tenían que estar desligados sí o sí. ¿Cuáles eran? En 
primer lugar, había equipos que no eran fabricados en Italia y que eran necesarios para nuestro país. Por lo 
tanto, esos no podían ser incluidos en la cuota ligada, lo cual nos iba achicando la posibilidad de elegir lotes 
ligados y lotes desligados. 


En segundo término, tenían que ser protegidos aquellos equipos que podían ser fabricados en el país, como 
sucede en un caso. En tercer lugar, había que considerar cuáles eran los que tenían costos adicionales 
mayores, para ponerlos dentro de los lotes desligados. Es decir: aquellos en los que había mucha diferencia 
de costo entre Italia y Uruguay, o entre Italia y a nivel internacional, por lo que el costo adicional era mayor, 
preferíamos ponerlos a nivel local o internacional. 


En función de eso, hicimos un monto estimado de los lotes. De acuerdo con los precios que existen en el 
mercado, al lote 1, de ecografía, le correspondía un monto de € 2:980.000; al de radiología, € 3:480.000; al 
lote 3, cirugía básica, € 730.000; al lote de cardiología, € 950.000; al de videocirugía laparoscópica, € 
1:100.000; al lote de ambulatorios -camillas, oftalmoscopios, otoscopios y monitores-, € 630.000; al de 
esterilización, € 350.000; al de odontología; € 450.000; al de ambulancias; € 1:780.000; al TAC y resonador 
magnético, € 2:120.000; al de informática, € 430.000. De estos, el de videocirugía no existe en Italia, por lo 
que había que comprarlo como lote desligado. Con el de equipos ambulatorios y monitores ocurría lo mismo 
-no existen otoscopios ni oftalmoscopios en Italia-, por lo que ese lote también tenía que ser desligado. Por 
supuesto, el resonador y el tomógrafo tampoco se fabrican en Italia. Además, como en Uruguay se fabrican 
autoclaves, definimos poner estos equipos en el lote desligado para proteger a la industria nacional. 


Como verán, con los criterios 1 y 2, la cuota desligada tenía € 4:200.000. El criterio 3, que implicaba ver cuál 
de los lotes mayores podíamos poner como lote desligado, nos llevó a incluir en este a las ambulancias 
porque eran las que tenían mayor costo adicional comprando en Italia o en el resto del mercado. Los 
ecógrafos y la radiología debieron ser incluidos en la cuota ligada para poder llegar al 50%. Aquí se ve cuáles 
son los lotes ligados: el de los ecógrafos, el de radiología, el de cirugía -lote 3 que incluye electrobisturí, 
mesa de cirugía, torreta quirúrgica, lámpara cialítica- el cardiodesfibrilador y el electrocardiógrafo. Dentro de 
los lotes desligados estaba todo lo demás, lo que no tenía Italia: los equipos de videocirugía laparoscópica, 
los microscopios, los monitores, los otoscopios y oftalmoscopios -que figuran en cantidad y son muy 
importantes para la atención primaria en nuestro país-, los autoclaves -que, como dijimos, son de fabricación 
nacional y teníamos que dar la posibilidad de que se presentaran-, los equipos odontológicos, las ambulancias 
-que, por supuesto, consideramos que eran los que tenían mayor costo diferencial entre Italia y el resto del 
mercado-, la unidad de resonancia y tomografía y las computadoras, que también debían ser incluidas dentro 
de la cuota desligada. Eso fue la definición de los lotes. A continuación, veremos la planificación de la 
licitación. 


Dentro de los lineamientos de la licitación tuvimos en cuenta la sustentabilidad y queríamos empresas y 
tecnologías confiables. La sustentabilidad comprende el involucramiento de los usuarios, la instalación 
adecuada, el pago condicionado a la recepción conforme, la capacitación, la garantía y mantenimiento pos 
garantía durante siete años. Es muy importante aclarar que el pago no se hará efectivo hasta que los usuarios 
reciban los equipos, los tengan instalados funcionando y se los capacite para su manejo adecuado. No se les 
pagará antes sin la recepción conforme. La capacitación era uno de los requisitos del pliego de bases y 
condiciones. 


En cuanto a la transparencia, se publicaron en Internet todos los documentos. Todos conocían los 
documentos. Se aceptaron sugerencias y aclaraciones durante el período de publicación de la licitación, se le 
dio vista a todos los oferentes y se dio vista del expediente en tres ocasiones. El puntaje técnico y económico 
estaba definido en el pliego de bases y condiciones. Por lo tanto, todos, absolutamente todos, conocían las 
condiciones del pliego. Es más, en uno de los formularios del pliego figuraba -y está firmado- que todos los 
oferentes conocían y aceptaban las condiciones del pliego. 


¿Cuáles eran las modalidades de compra? Era una licitación internacional pública tanto en Uruguay como en 
Italia. 


¿Cuál fue la selección de los participantes de quienes eran los oferentes? Se tuvieron en cuenta los 
antecedentes técnicos, la definición económica y las condiciones administrativas. La evaluación técnica de 45 
puntos es conocida por todos. Había requisitos mínimos que los oferentes debían cumplir; una vez que los 
oferentes los cumplían, se comparaban las diferentes ofertas. Se les asignaba un puntaje por los bienes y otro 
por los servicios. Nosotros siempre decimos que cuando uno va a comprar un equipo es como un iceberg: si 
uno solo mira el precio del equipo ve la puntita del iceberg, todo lo que está por debajo -mantenimiento, 
respuestos y vida útil- también hay que tenerlo en consideración. Muchas veces se compra un equipo por el 
mejor precio, como ocurre con las impresoras, y después es muy difícil recargar los cartuchos porque son 
más caros que el aparato. Entonces, tenemos en cuenta no solo el precio del equipo sino todo eso que no se 
ve, inclusive, la capacitación que nos parece fundamental. 


La evaluación económica era de 55 puntos y tenía en cuenta eso que decíamos: no solo el período de garantía 
sino también los cinco años siguientes que iban a ser a costos del Ministerio de Salud Pública, de ASSE, del 
país, y no era solventado por el préstamo. 


En cuanto a los documentos de la licitación, podemos decir lo siguiente. En la licitación aparecían los lotes - 
que eran conocidos por todos-, cuál era el monto máximo para cada lote, el pliego con 56 artículos, el modelo 
de contrato -que todas las empresas conocían-, los doce formularios administrativos, el destino de cada uno 
de los equipos a las 268 unidades asistenciales a donde las empresas debían llevarlos -porque está incluida la 
entrega en el lugar de recepción de la unidad asistencial y la capacitación de los usuarios-, los formularios 
técnicos con las 38 tipologías de equipos, planos, dos anteproyectos, los formularios económicos para cada 
uno de los lotes y el llamado para Uruguay e Italia. 


Nosotros creemos que la transparencia se puede ver en cada uno de los artículos del pliego. ¿Dónde lo 
vemos? El artículo 15 dice que el pliego de bases y condiciones de la licitación, las consultas y respuestas 
serán de dominio público y dados a conocer por Internet. Hasta 21 días antes de la presentación de las ofertas 


los interesados podrían formular preguntas en carácter de consultas relativas a la documentación de la 
licitación. Por lo tanto, todos los oferentes tuvieron posibilidades de hacer preguntas, aclaraciones y 
sugerencias, de las cuales se plantearon 66; hubo muchas aclaraciones y se publicaron por la página web del 
Ministerio, además de enviar la respuesta por fax a las empresas que las habían formulado. 


Otro elemento de transparencia es que, de acuerdo con el pliego, los oferentes tendrían acceso a la 
documentación que presentaban los demás participantes durante los tres días posteriores a la apertura de la 
licitación y se podrían efectuar las observaciones que estimaran pertinentes. 


El otro punto es que el pliego preveía las impugnaciones. Preveía que se podrían hacer impugnaciones a la 
calificación técnica y final durante el plazo de 10 días después de notificado el resultado. Como requisito, se 
tenía que hacer un depósito equivalente al 1,25% del monto del lote. Por supuesto, como esto estaba en el 
pliego, absolutamente todos los oferentes lo conocían y lo aceptaron. El pliego establecía que una vez 
transcurridos los plazos previstos, la calificación final quedaría convalidada. 


¿Cómo se recepcionaba y se pagaba? En la forma que dijimos. Cuando presentaban la oferta tenían que dejar 
una garantía de mantenimiento de oferta de un 4%. Se hace un pago anticipado por parte de Artigiancassa del 
25%. Ellos tenían que dejar una garantía bancaria del 25% más una garantía de fiel cumplimiento del 10%. A 
la recepción conforme -como dijimos, es cuando absolutamente todos los usuarios dicen que están de acuerdo 
con lo que recibieron, conocen el funcionamiento de los equipos y cada uno de ellos está funcionando, está 
operativo- se les pagaría el 75% y se les devolvería la garantía bancaria del 25%, quedando la garantía del 
10% -garantía técnica- hasta que terminara el período de garantía de dos años previsto en el pliego. 


La recepción conforme no solamente es del bien sino de los servicios, de la capacitación, de las obras de 
instalación, de los tiempos de entrega y de la puesta en marcha, lo cual nos asegura que los usuarios van a 
utilizar esos equipos. 


En cuanto a la sustentabilidad, podemos decir que son dos años de garantía y mantenimiento, con los 
repuestos incluidos, cinco años de contrato de mantenimiento posterior a los dos años de garantía, con una 
suscripción opcional por parte del comitente comprador, y diez años -era obligatorio tenerlo- con repuestos 
disponibles en el mercado. 


El costo de la vida útil, utilizado para hacer la comparación económica, incluía el mantenimiento hasta los 
siete años, los repuestos especiales y los insumos. Como explicamos anteriormente, creemos que la parte del 
"iceberg" que está oculta se debía tener en cuenta para no comprometer al Ministerio de Salud Pública y al 
país en la compra de equipamiento que después no podía ser mantenido ni seguir en funcionamiento. 


En cuanto a los proyectos de las instalaciones, dijimos que había treinta y seis equipos con instalaciones: las 
máquinas de radiología, los autoclaves, las scialíticas y torretas quirúrgicas, el TAC, el resonador y las 
unidades odontológicas. Las empresas tenían que instalar los equipos de manera de que después no hubiera 
discrepancias entre el tiempo que al Ministerio le podía insumir hacer la obra y el tiempo que llevaba la 
instalación del equipo. El equipo tenía que quedar instalado y funcionando; de lo contrario, no se pagaba el 
75% restante. Por supuesto que el hecho de que recién después de instalar todos los equipos se pagara el 75% 
restante significaba para las empresas un desembolso importante y por eso se requería que estas tuvieran 
cierto apoyo para poder cumplir estos requisitos. 


Se tuvieron treinta y cuatro planos de relevamiento de esas instalaciones, con dos anteproyectos en lo que 
tiene que ver con el TAC y el resonador magnético. Para el caso del TAC y del resonador, antes de abrir la 
licitación se realizó una reunión con todos los posibles oferentes de estos equipos para ver si las 
especificaciones que íbamos a establecer estaban de acuerdo con lo que existía, si había alguna duda, si había 
que hacer alguna aclaración. También se recibió a los oferentes antes de la apertura de la licitación para ver 
cuáles eran las características que tenía el Hospital de Clínicas y cuáles los requisitos que se ponían para la 
parte de planta física, si había dudas o aclaraciones. 


En lo que refiere a las condiciones de participación, hay visitas coordinadas por el Departamento de 
Arquitectura, anteproyectos o proyectos definitivos para poder competir, proyectos definitivos y ejecutivos 
aprobados para las obras. Esto ocurre en las diferentes etapas y proyectos "as built" para la recepción 
conforme y posterior pago del 75%. 


Las especificaciones técnicas se hicieron con formularios con preguntas, lo cual no es habitual en nuestro 
país. Nos pareció que era lo más correcto para poder hacer una evaluación comparativa y poder tener todos 
los requisitos mínimos exigidos en el pliego. Se debía llenar los formularios en los cuales se establecían los 
requisitos requeridos y cuáles eran indispensables. El objetivo era analizar la misma información para cada 
una de las ofertas, obtener un compromiso firmado sobre la calidad -esos formularios técnicos venían 
firmados por la empresa; así, lo que decían era la realidad y ella se hacía responsable- y, por supuesto, 
simplificar la evaluación comparativa. 


Las Secciones eran "Objeto y condiciones de entrega", "Especificaciones técnicas", "Asistencia técnica", 
"Características eléctricas y funcionales". Pedimos asesoramiento al Ministerio de Salud Pública y a ASSE 
para definir cuáles eran las especificaciones técnicas y en función de ello colaboraron siete profesionales en 
salud -cinco médicos, una licenciada y un licenciado en radiología-, cuatro ingenieros y tres arquitectos. 
Muchas de estas especificaciones, sobre todo en lo que tiene que ver con algunos lotes, como por ejemplo 
con el lote 2, se terminaron de realizar cuarenta y ocho horas antes de la publicación del pliego, lo que 
significa que hasta último momento hubo correcciones, ajustes y arreglos para adecuarlo a las necesidades de 
los usuarios y a lo que decían los asesores. 


¿Cómo se hizo la evaluación técnica? Esto también estaba en el pliego de bases y condiciones. Se evaluaron 
45 puntos para la calidad, 27 puntos corresponden a los bienes y el resto de los puntos tienen que ver con los 
programas, lo que, como dijimos, nos parecía muy importante. 


También destacamos la presencia de módulos accesorios entre los demás criterios, software que adjunte 
funcionalidades clínicas más tres criterios para cada equipo. Esto también estaba definido en la licitación. 


El artículo 27 establece que será evaluada la calidad de los bienes, considerando las características incluidas 
en las respuestas al cuestionario técnico que excedan los requisitos mínimos requeridos. Les digo esto porque 
el cuestionario técnico llenado por las empresas fue firmado por los representantes de cada una de ellas. 


En la presentación se puede apreciar un formulario técnico; como dijimos, cada uno de los treinta y ocho 
equipos tenía uno. Allí figuran: objeto de entrega, condiciones de entrega, condiciones de asistencia, 
características eléctricas, características funcionales. Como dijimos, se disponía así del mismo cúmulo de 
información por parte de todas las empresas, facilitando así la comparación y la evaluación. 


Aquí se muestra el escaneo de uno de los formularios técnicos que estaba en el pliego de bases y condiciones. 
En cuanto a la evaluación económica, también decía cómo se asignaría el puntaje a los precios: 55 puntos al 
precio menor -"prmenor"- y un puntaje determinado como el máximo entre 0 y el resultado de la fórmula 
siguiente aplicado a cada uno de los precios evaluados. La fórmula es, entonces: 55% (1- 0.8* (precio 
evaluado- precio menor)/ precio menor. Esto también estaba en el pliego de bases y condiciones. 


Por lo tanto, el precio evaluado tenía que ver con el precio del equipo con garantía más dos años, más el 
precio de los servicios -transporte, capacitación, etcétera-, más el precio de mantenimiento a los siete años, 
más el precio de los repuestos especiales, más el precio de los insumos. 


Aquí tenemos un ejemplo de un formulario económico que estaba en el pliego de bases y condiciones. Si a 
este formulario le sacamos algunos elementos, perfectamente se podría hacer un "photoshop" -diría- de lo 
que es el formulario económico que es una página del pliego de bases y condiciones. 


Pasemos ahora al desarrollo de las actividades. ¿Qué actividades se desarrollaron para poder dar 
cumplimiento a esto? 


En primera instancia, se hizo la publicación el 5 de octubre; entre esta fecha y el 5 de diciembre se dio 
respuesta a todas las consultas que realizaron las empresas: fueron sesenta consultas y ochenta y ocho 
aclaraciones. En la mayoría de los casos se aceptaron las sugerencias de las empresas porque se consideró 
que debíamos ser amplios en el criterio de tener muchos oferentes para estos equipos. Se abrió licitación el 5 
de diciembre y se le dio vista, tal como decía el pliego de bases y condiciones, durante tres días. Quiero 
aclarar que todas las aperturas de las licitaciones, la apertura de las ofertas, de los formularios técnicos y 
económicos, se hicieron en una sesión pública con la participación de escribanos del Departamento Jurídico y 
Notarial del Ministerio de Salud Pública, y se labraron actas al respecto que fueron firmadas por los 
participantes. 


Frente a una duda que surgió, se hizo una solicitud de informes a la Sala de Abogados el 11 de enero de 2007, 
y luego se realizó la evaluación técnica que, de acuerdo con el pliego de bases y condiciones, no tuvo 
impugnaciones. 


Entonces, se publicaron los informes técnicos 


Posteriormente, debido a algunos comentarios, se solicitó una auditoría legal y técnica que dispuso el 
Ministerio en la que participaron el doctor Carlos Delpiazzo, el ingeniero Héctor Irisity y el economista 
Leandro Zipitría, en la cual solo se hacen algunas recomendaciones; entonces, no habiendo observaciones, el 
Ministerio puede continuar con la licitación. 


Se hace la publicación de la evaluación económica, sobre la cual tampoco se reciben impugnaciones y, por 
último, la calificación final de acuerdo con la fórmula que nosotros estuvimos analizando que, según el 
pliego de bases y condiciones, tampoco tuvo impugnaciones. 


Luego, se da vista del expediente a todos los oferentes, de acuerdo con las recomendaciones realizadas por la 
auditoría en tres oportunidades. La primera fue de mayo a junio, período en el que se recibieron tres 
observaciones; las observaciones son elevadas al Ministerio de Salud Pública y son contestadas y se realiza 
una nueva auditoría legal y técnica en la que intervienen el doctor Carlos Delpiazzo, y en la parte técnica, los 
ingenieros Héctor Irisity y José Pedro Podestá, y tampoco hay observaciones. 


Entonces, se continúa con la rubricación de los contratos con las empresas que tuvieron mejor calificación 
final, y nuevamente se da vista del expediente a las empresas que así lo solicitan, en noviembre de 2007; se 
levanta el efecto suspensivo de acuerdo con los recursos que se habían recibido en diciembre de 2007. 
Después se envían los borradores de los contratos, porque está previsto en el pliego que estos contratos deben 
ser vistos por Italia en noviembre de 2007 y el expediente tiene nuevamente vista por parte de los 
reclamantes en diciembre de 2007. Una vez que se da vista a las empresas, el expediente es enviado al 
Tribunal de Cuentas para su intervención. 


Entonces, ¿qué podemos decir a modo de conclusiones? Primero, el memorándum y el convenio de crédito 
tenían como objetivo hacer frente a las necesidades de la población con prioridad para los grupos más 
vulnerables. Creemos que esto se cumplió y que, además, se dio prioridad a aquellos lugares del interior de 
nuestro país, que realmente están más necesitados de apoyo, de equipamiento, para poder resolver los 
problemas que se encuentran en el primer nivel de atención. 


Asimismo, se identificaron las necesidades con los Directores de ASSE y con los usuarios, y se consultó a los 
asesores que el Ministerio dispuso, tanto en la parte pre licitatoria de la definición de los requisitos que 
debían tener, como posteriormente, con criterios conformes con el objetivo propuesto. 


Se hizo la redacción del pliego conforme al memorándum de entendimiento. Ese pliego contenía artículos 
que apuntaban a la transparencia y a la sustentabilidad del proceso, como ya lo pudimos mostrar. Este fue un 
pliego aceptado expresa y explícitamente por los oferentes que firmaron que lo conocían y que estaban de 
acuerdo. 


Luego, se desarrolló la licitación, conforme al pliego, sin impugnaciones y con el aval de dos auditorías 
externas, inclusive, dándole vistas que no estaban previstas para aumentar la transparencia del proceso que 
estábamos realizando. 


Finalmente, en la etapa actual, estamos con la aprobación de los borradores de los contratos por parte de 
Italia, esperando el dictamen del Tribunal de Cuentas para continuar con el proceso de licitación. 


Si los señores Diputados tienen alguna duda o inquietud con respecto a lo que hemos expuesto, estamos a 
disposición. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Creo que la Unidad Ejecutora para el contrato con 
Italia ha hecho un muy buen trabajo que ha explicitado a los señores Diputados. Como dijo la doctora 
Nocetti estamos a disposición para contestar preguntas. 


Simplemente quisiera agregar que este proceso está en curso, que no hay ningún acto administrativo dictado 
por parte del Ministerio de Salud Pública porque desde diciembre del año 2007 el expediente se encuentra a 
estudio del Tribunal de Cuentas; por lo tanto, no se ha dictado ningún acto por parte de esta Cartera. 


SEÑOR BIANCHI.- En primer lugar, deseo agradecer la comparecencia del Ministerio a esta sesión. 


Algunas de las preguntas que iba a realizar ya han sido contestadas por la doctora Nocetti en su exposición. 
Sin embargo, quisiera saber cuándo se firmó el contrato y si es posible tener una copia. No sé si la señora 
Ministra puede enviarnos esa copia o si hacemos un pedido de informes para hacernos de ella; lo que sea más 
rápido y le parezca mejor. 


En cuanto a los términos del contrato queremos saber si había un porcentaje mínimo del crédito que debía ser 
utilizado en equipamiento. 


También nos gustaría conocer si se debía comprar este equipamiento a empresas exclusivamente italianas o si 
podía recurrirse a algunas otras empresas pertenecientes a la Unión Europea. De haber sido posible, 
queremos saber en qué porcentaje podía hacerse. 


En relación con el proceso licitatorio se nos dice que todavía no se han adjudicado las licitaciones. ¿No hay 
adjudicaciones de licitaciones aún? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- No. 


SEÑOR BIANCHI.- En el caso de que hubiere habido alguna empresa o empresas adjudicatarias de 
las licitaciones íbamos a preguntar cuáles eran éstas y quiénes las representaban en Uruguay; por 
último deseamos saber quién administra este crédito en nuestro país; seguramente, ha de ser esta 
Unidad Ejecutora. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Si se me permite, cedo la palabra a la doctora Nocetti, 
quien evacuará todas las preguntas. 


En cuanto al contrato, el Ministerio de Salud Pública o el de Economía y Finanzas puede enviarlo, pero fue 
votado en el Parlamento por lo que el texto se encuentra en esta Casa. 


SEÑOR BIANCHI.- La señora Ministra está refiriendo al acuerdo entre los dos países, pero es 
diferente el acuerdo del contrato; siempre hay un contrato posterior al acuerdo; inclusive, se nos dijo 
que para llevar adelante todo este préstamo hubo alguna modificación en el año 2006. Lo que a 
nosotros nos interesa no es el acuerdo, que conocemos y votamos afirmativamente en el Parlamento en 
2003, sino el contrato, señora Ministra. 


SEÑORA NOCETTI.- Contrato no se firmó; se firmó un memorándum de entendimiento y un 
convenio financiero que tienen acá, que puede verse en la diapositiva así como también el 
memorándum que se firmó, la ley de aprobación del memorándum y las notas verbales. 


El memorándum de entendimiento se firmó el 21 de noviembre de 2003 y la ley de aprobación del 
memorándum de entendimiento, Ley N* 17.788, es del 16 de junio de 2004. Tenemos las notas verbales por 
las que se modificó el banco en el 2004, del Mediocredito Centrale a Artigiancassa. En el 2006 se modifica la 
procedencia de la cuota desligada; de local o regional pasó a ser internacional. En un principio se establecía 
que debía gastarse en Italia y hasta el 50% de gasto en el nivel local o regional. Luego, pasó a ser en lo local, 
regional o también internacional. Esto se amplió -insistimos- a instancias del Ministerio de Salud Pública. 


El convenio financiero se firmó entre el Ministerio de Economía y Finanzas y Artigiancassa en diciembre de 
2005. Luego, una resolución presidencial lo ratifica en noviembre de 2006. 


No sé si esto explica lo que es el contrato. Nosotros no lo veíamos como contrato, sino como memorándum. 


SEÑOR BIANCHL.- Lo que queremos nosotros -que es lo que no tenemos- es la modificación del 2006 
y el convenio financiero. Es decir, lo que se firma el 1” de diciembre de 2005 y la resolución 
presidencial, que tampoco tenemos, del 26 de junio de 2006. Estas son las cosas que nos faltan. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Se las vamos a enviar. 


SEÑORA NOCETTI.- El memorándum no decía que teníamos un porcentaje mínimo de compra de 
equipamiento, sino que daba una cantidad de dinero para lo que el país dispusiera y un amplio listado 
de equipamiento y servicios que se podían adquirir. Las autoridades, el Ministerio de Salud Pública, 
definieron que se iba a comprar equipamiento para poder dar respuesta a las necesidades de Salud 
Pública, de los usuarios de ASSE. No establecía un porcentaje mínimo. 


Por otra parte, no decía que el equipamiento se tenía que comprar en el Unión Europea. Solamente se 
establecía la compra en Italia, y después en lo local, regional o internacional. 


Quiero expresar que quienes trabajamos en la Unidad Ejecutora de Cooperación Italiana, UECI, somos 
funcionarios del Ministerio de Salud Pública o de ASSE. No recibimos pago extra por la función que estamos 
realizando sino que la desarrollamos como parte de las tareas por las que la Administración nos paga. 


Por último, el dinero no entra al Ministerio de Salud Pública. Una vez que se firmen los contratos, se envíen a 
Italia y el banco italiano los apruebe, se pregunta al Ministerio de Economía y Finanzas si acepta la deuda 
que vendría a ser el pago de ese contrato, de esa prestación, de esa oferta. Entonces, el Ministerio de 
Economía y Finanzas acepta, reconoce la deuda y ahí el banco le paga directamente a la empresa. Por lo 
tanto, el dinero no entra al país ni al Ministerio de Salud Pública. No necesitamos un organismo o unidad que 
administre el dinero. Se trata de un préstamo del Gobierno italiano al Gobierno uruguayo. 


SEÑOR BIANCHI.- O sea que nadie administra el crédito. 


SEÑORA NOCETTI.- El crédito se administra a través de lo que acabo de mencionar. Cuando se 
adjudique y se firme un contrato, se enviará a Italia para que allí se verifique si es correcto. Luego, el 
Ministerio de Economía y Finanzas dice si está de acuerdo y si va a reconocer esa deuda para después 
incluirla en el préstamo. Es el Ministerio de Economía y Finanzas el que va a decidir si está de acuerdo 
o no. Si da el aval, el dinero no pasa al Ministerio de Economía y Finanzas sino a la empresa. 


SEÑOR BIANCHI.- Cuando la doctora Nocetti dice que el equipamiento se puede comprar en Italia, 
regional o localmente, ¿se refiere a que no se han establecido porcentajes en las condiciones? 


SEÑORA NOCETTI.- La única condición es que el 50% -y por eso hablamos de cómo tuvimos que 
definir la cuota ligada- sean bienes italianos. El otro 50% puede ser de bienes de cualquier lugar, y no 
necesariamente de la Unión Europea; el otro 50% puede ser de cualquier parte del mundo. Pero un 
50% como mínimo tiene que ser de bienes de origen italiano. 


SEÑOR BIANCHI.- Solo quería saber el porcentaje. Me parece bien. 


SEÑOR TROBO.- He escuchado declaraciones de la señora Ministra de Salud Pública en el sentido de 
que estaba dispuesta a no adjudicar esta licitación. Es más: podría citar entrecomillada una frase de 
ella en la que decía que como se demoró tres años, se podía demorar un año más. ¿Esa expresión surge 
de una duda sobre el procedimiento que se llevó adelante, sobre la falta de transparencia del mismo y 
sobre la eventual consecuencia negativa que podría tener una adjudicación luego de este 
procedimiento? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, señor Diputado, corresponde a que 
queremos proteger en toda su dimensión el trabajo que se ha hecho. No pensamos que esta licitación 
arroje algún punto que no sea transparente. Por eso hemos pedido para venir a hablar de todos los 
aspectos que rodean a esta licitación frente a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y a los 
Diputados presentes. 


Nos parece muy importante destacar también que la institucionalidad del país se basa en las personas que 
trabajan en los distintos lugares y que la defensa de los trabajadores públicos hace a la defensa de la 
institucionalidad democrática. Como nos consta que se han puesto dudas sobre alguna parte del proceso, 
esperamos en la jornada de hoy haber dejado totalmente claro lo bien que ha actuado la Unidad Ejecutora y 
todo el Ministerio y que el proceso licitatorio no es aún un acto terminado. Hasta ahora no tenemos ningún 
elemento para declarar desierta una licitación que va a beneficiar a 268 lugares de asistencia a lo largo y 
ancho del Uruguay, de la misma manera que va a dotar al hospital universitario de la posibilidad de un 
refuerzo en la imagenología nacional por ser el que recibiría un tomógrafo y un resonador. 


Como consta al señor Diputado Trobo, al inicio de nuestra presentación señalábamos la importancia que tiene 
esta licitación para poder mejorar el primer nivel de atención. Lo que sí vamos a proteger, porque es proteger 
la institución, es el buen nombre de todas y cada una de las personas que acá han actuado y con las que 
actuaremos cuando hagamos acto administrativo, en función de lo que nos diga el Tribunal de Cuentas. 


También es necesario expresar que hemos enviado la totalidad del expediente al Tribunal de Cuentas, con la 
totalidad de los informes de las dos auditorías realizadas, y que las empresas han llevado subrayado lo que 
entienden puede ser un resultado no conveniente. No es nuestro propósito tratar ese tema. Cuando exista 
alguna impugnación se dará respuesta. Nuestro propósito es dotar de equipamiento a los 268 lugares de 
atención lo más rápidamente posible. Este proceso ha sido muy lento y ha sido muy lento para demostrar su 
transparencia. En la jornada de hoy han quedado demostrados la transparencia, el buen trabajo y la 
meticulosidad con la que ha actuado la Unidad Ejecutora del Ministerio de Salud Pública, con el apoyo de la 
OPS y de IMG, de acuerdo con lo que establece el memorándum de entendimiento. 


SEÑOR GARCÍA.- Agradezco la presencia de la señora Ministra, del señor Subsecretario y de la 
delegación que los acompaña. 


Quisiera hacer algunas preguntas muy breves. 


Si entendí bien, no habría adjudicación formal hasta tanto no esté el informe del Tribunal de Cuentas. Es 
difícil saberlo, pero ¿se tiene alguna noción de plazos? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, no tenemos gobernabilidad sobre el 
Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GARCÍA.- Lo que está claro es que no hay adjudicaciones hasta tanto no esté el informe. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- No. 


SEÑOR GARCÍA.- La segunda pregunta va en la línea de lo que preguntaba recién el señor Diputado 
Trobo con respecto a algunas declaraciones de la señora Ministra. Ante la información que surgió en el 
semanario 'Voces del Frente" la Ministra dijo que eso respondía a una conjunción de intereses 
empresariales. Me gustaría saber a qué responde la afirmación de la Ministra con respecto a que la 
denuncia pública o el artículo que salió en ese semanario -o el periodista, no sé a quién iba la 
acusación- respondía a una conjunción de intereses empresariales. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, hemos venido a informar al Parlamento 
sobre los aspectos en los que se ha basado todo el proceso licitatorio, sobre los estudios que se han 
hecho, las auditorías y de la seriedad con la que se ha encarado el tema. No es nuestro propósito 
trabajar sobre lo que publica la prensa sino sobre lo que ha actuado el Ministerio de Salud Pública 
para ponerlo en conocimiento del Parlamento. 


SEÑOR GARCÍA.- Tengo la obligación de repreguntar porque la Ministra dijo algo y no escuché 
desmentidos posteriores; salió por toda la prensa del Uruguay la afirmación de que las denuncias 
públicas que se hicieron -que aparecieron en el Semanario "Voces del Frente"- respondían a una 
conjunción de intereses empresariales. Entonces, voy a cambiar la formulación de la pregunta. 


En lo que se ha conocido públicamente como objeción a la licitación, la señora Ministra cree que hay una 
conjunción de intereses empresariales que objetan el trabajo de la Unidad Ejecutora de Cooperación Italiana. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Pensamos que las empresas defienden los intereses 
empresariales a través de distintos métodos, y es obligación del Ministerio de Salud Pública al defender 
la gestión y los derechos de los usuarios, tratar de defender el procedimiento que se ha llevado a cabo y, 
posteriormente defender a los beneficiarios, que va a ser la población del Uruguay, con la adquisición 
de equipos por métodos absolutamente legales y transparentes. 


En realidad, es de público conocimiento que empresas que se presentaron a la licitación han actuado antes de 
que hubiera algún acto administrativo, tratando de generar opinión sobre lo que se ha actuado por parte de la 
Unidad Ejecutora y del propio Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿La señora Ministra cree que hay una conjunción de intereses empresariales que 
se oponen a lo que ha recomendado la Unidad Ejecutora de Cooperación Italiana? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Creo que las empresas defienden sus intereses y que el 
Ministerio de Salud Pública debe defender el derecho a comprar de la mejor manera posible -por eso 
hace una licitación-, defendiendo los intereses del Estado todo y del país en su conjunto. 


SEÑOR POSADA.- Hemos seguido con toda atención la presentación que se ha hecho por parte de la 
Unidad. Realmente nos parece que se ha brindado un nivel de información importante para el trabajo 
de la Comisión. 


Al margen de eso nos quedó alguna duda. Concretamente quisiera saber si mientras se sustanciaba ese 
proceso licitatorio hubo algún tipo de recurso presentado por empresas. Si este fuera el caso, ¿cuáles fueron 
los cuestionamientos al desarrollo del proceso licitatorio, o en qué los basaron las empresas? 


SEÑOR MAUVEZIN.- Es habitual que las empresas recurran en una licitación cuando hay 
adjudicación; esa es la actitud normal de las empresas. En este caso, quizás por un exceso de 
transparencia por parte del Ministerio de Salud Pública -como decía la señora Ministra y la doctora 
Nocetti-, se otorgaron vistas en momentos en los que podríamos habernos negado a hacerlo 
basándonos en criterios puramente formales -en un procedimiento licitatorio el momento de 
otorgamiento de vistas es una actividad más que reglada, casi ritualística; está expresamente previsto 
en el TOCAF y en los pliegos-, argumentando que en tal etapa del procedimiento no correspondía 
hacerlo. Sin embargo, para que nadie dijera que estábamos ocultando algo se otorgaron las vistas 
cuantas veces quisieron. Al otorgarse las vistas, las empresas recurren tal o cual acto del procedimiento 
con tal o cual argumento. Hubo empresas que presentaron cantidad de argumentos que iban desde el 
puntaje hasta la habilitación de las otras empresas, y la calificación que se hizo, acusando en cuanto a 
la existencia de colusión de empresas, etcétera. Pero esos son argumentos que esgrimen las empresas en 
defensa de sus intereses. 


En este caso en especial algunas empresas -por eso debe haber aparecido en los diarios- hicieron una 
verdadera volanteada de los recursos que presentaron ante el Ministerio de Salud Pública, con sus 
argumentos; la hicieron en casi todas las dependencias del Ministerio de Salud Pública, en los diarios, en el 
Tribunal de Cuentas y no sé en que otro organismo. Es decir, hay dos recursos en trámite que están 
presentados por las empresas Tera Ingenieros y General Electric Company, que actualmente se encuentran en 
trámite, y se dictaron sendas resoluciones levantando el efecto suspensivo de los recursos, lo que se puede 
hacer cuando está en juego el interés público, como en este caso. Estos se encuentran en trámite por separado 
y están en la etapa de otorgamiento de vista a la empresa que tendría interés opuesto a la que recurrió. Eso 
está impuesto por el Decreto N* 500. Están corriendo los diez días hábiles de plazo en que la empresa 
recurrida -utilizamos este término a pesar de que no es correcto porque ejemplifica la situación- puede hacer 
sus descargos respecto a los argumentos de la empresa recurrente. De todas maneras, el expediente está en el 
Tribunal de Cuentas, el que hará las observaciones del caso, si es que existen, y allí nosotros las 
contestaremos. 


Por lo tanto, existen en trámite esos dos recursos presentados por las dos empresas que mencioné. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quisiera destacar algunos aspectos de esta comparecencia. Primero, 
el hecho de que el propio Ministerio de Salud Pública consideró necesario informar al Parlamento a 
través de esta Comisión sobre este proceso licitatorio a los efectos de que pudiéramos conocer de 
primera mano todos los aspectos de este convenio. 


En segundo lugar, quiero destacar la presentación que se ha hecho por parte de la UECI a través de la doctora 
Nocetti; creo que ha sido una excelente presentación y, además, se nos ha trasmitido la información concreta 
de todo un proceso que fue largo, a pesar de que las necesidades que tiene el Ministerio para poner en marcha 
rápidamente estas transformaciones -y fundamentalmente en el primer nivel de asistencia- urgirían que esto 
pudiera haberse resuelto antes. Sin embargo, esta transparencia que se le ha querido dar a todo el proceso ha 
hecho que se haya prolongado. Hubo muchísimas etapas y cada una de ellas dio la seguridad de que el 
proceso se estuviera dando correctamente. Además, se brindó a las empresas la posibilidad de obtener 
respuestas -la doctora Nocetti decía que hubo más de cien preguntas y pedidos de aclaraciones que se fueron 
respondiendo-, lo que hizo que el proceso se prolongara en función de esa transparencia que tenía que darse. 


En ese sentido, nos satisface la explicación sobre todo este proceso y nos da la tranquilidad de que se ha 
actuado en forma correcta. Además, como dijo la señora Ministra, este es un proceso licitatorio que no está 
terminado. El hecho de que haya habido recursos por parte de las empresas, y esos recursos se estén 
consustanciando en este momento en la Asesoría Jurídica del Ministerio significa que, en función de los 
resultados, la señora Ministra tomará resolución. Previamente, lo resuelto por la Asesoría Jurídica será 
tomado por el Tribunal de Cuentas, que lo solicita, a los efectos de analizarlo y, en definitiva, laudar. 


Se trata de un proceso todavía no terminado, que está en vías de aclaración de algunas dudas que tenían 
empresas -y de ahí los recursos que se hicieron-, y luego el Tribunal de Cuentas se expedirá. Me parece que 
más transparencia, más cristalinidad para este proceso es imposible. No voy a felicitar al Gobierno, porque es 
su responsabilidad proceder de esta manera, pero sí quiero reconocer que todo se ha hecho como queremos 
los ciudadanos y los legisladores, a los efectos de que no haya ningún tipo de dudas. 


Por tanto, me declaro totalmente conforme con las explicaciones de la señora Ministra, y además de 
considerarme conforme creo que ha sido muy bueno que el Ministerio haya tenido la iniciativa de venir al 
Parlamento a informar. 


SEÑOR SÁNCHEZ CAL.- Quisiera saber si al momento de la apertura de la licitación todas las 
empresas, por resolución ministerial, eran proveedoras del Estado. 


SEÑORA NOCETTI.- Todas las empresas que se presentaron debían tener un representante en el país 
para poder ofertar. Eso era clarísimo. Por supuesto que si los equipos eran italianos de repente podían 
estar o no en el país, pero sin duda debían tener un representante aquí. Si no, no se aceptaba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Trobo quiere hacer un planteamiento que no guarda 
relación con este tema. Deseamos saber si el Ministerio está en condiciones de contestarle, para luego 
poner a consideración de la Comisión si aceptamos el planteamiento. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Para nosotros es un gusto dar satisfacción a las 
inquietudes que plantea el señor Diputado Trobo. El señor Presidente del Fondo Nacional de Recursos, 
doctor Miguel Fernández Galeano, tiene la documentación pertinente para contestar las preguntas del 
señor legislador, si la Comisión lo considera pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, liberamos a la Unidad Ejecutora de 
Cooperación Italiana y hacemos lugar al planteamiento del señor Diputado Trobo. 


(Apoyados) 


(Se retiran de Sala los representantes de la Unidad Ejecutora de Cooperación Italiana) 


——— Tiene la palabra el señor Diputado Trobo. 


SEÑOR TROBO.- La verdad que no tenía antecedente de que me fuera tan difícil consultar a un 
Ministro cuando asiste al Parlamento, ni que se solicite a la Comisión la autorización para que pueda 
preguntar, ni tampoco -si bien es una cuestión de delicadeza- el hecho de que se consulte al Ministro si 
se le puede preguntar. No tengo antecedente y tengo unos cuantos años aquí adentro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por suerte, cambiamos. 

SEÑOR TROBO.- Bueno, habrá cambiado usted... 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, claro. 

SEÑOR TROBO..... que, como yo, está acá un tiempo transitorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por suerte. 


SEÑOR TROBO.- Lo que digo es que, de todos modos, agradezco a la Comisión que haya procedido 
como corresponde, que es autorizar a un Diputado a preguntar y, obviamente, desde ya, la sensibilidad 
de la Ministro de responder lo que se le pregunte, como corresponde a un Ministro cuando viene al 
Parlamento. 


La señora Ministro recordará, y el señor Subsecretario también, que el tema del Fondo Nacional de Recursos 
lo hemos planteado en reiteradas ocasiones en el seno de esta Comisión y en las dos oportunidades en las 
cuales hicimos referencia al asunto también señalamos la necesidad de que, sobre el particular, la Comisión 
trabajara un día específicamente. Recuerdo además -tengo la versión taquigráfica- que la vocación del 
Ministerio, de la Ministro y del Subsecretario fue: "Sí, señor, efectivamente, este es un tema importante que 
tenemos que tratar en algún momento y también tratemos de profundizar sobre todos los aspectos vinculados 
con su funcionamiento". Esto tiene que ver con las virtudes del Fondo Nacional de Recursos y su mecanismo 
único -que en nuestro país se ha creado desde hace ya mucho tiempo-, que genera admiración en muchos 
países y en el mundo donde se presenta como un vía para lograr acceso a la tecnología médica de punta, del 
que naturalmente todos debemos sentirnos muy orgullosos. Tiene una conformación jurídica, a partir del 
dictado de sucesivas leyes que le dieron una forma jurídica especial, que lo hace una persona pública de 
derecho privado, que recibe aportes de parte de todos los que se van a beneficiar o que pueden reclamarle 
beneficios, y quienes no aportan a este fondo, salvo casos que excepcionalmente están establecidos en la ley, 
no pueden reclamarle sus beneficios. O sea, es un típico sistema de mutualización de riesgos mediante el 
prepago de compromisos que habilita a los individuos que pagan a acceder a determinado tipo de beneficios. 
Sin duda alguna, ha sido un instrumento muy importante para que en el desarrollo de la medicina en nuestro 
país, los uruguayos, tengan la condición económica que tengan, accedan a tecnología de punta. Sin perjuicio 
de que hay algunas intervenciones médicas que no se realizan en el Uruguay y que, eventualmente, el Fondo 
tampoco las financia -aun cuando tiene esa capacidad de financiamiento-, es notorio que aquí el tradicional 
pero ya por suerte antiguo hecho de recurrir a la solidaridad ciudadana para ciertas contribuciones para algún 
tipo de intervenciones ya ocurre apenas en casos contados. Debo adjudicar al Ministerio, en su condición de 
líder en el ámbito del Fondo Nacional de Recursos, una vocación que permita llegar en algún momento a 
cubrir todas las necesidades que tienen los uruguayos que están aportando al Fondo para resolver los 
problemas con tecnología médica de punta o de avanzada o altamente especializada, como dice la ley de 
creación del Fondo. 


Entonces, está claro que el tema es importante. Las consultas que haré hoy van a cuenta de otras que, con otra 
profundidad y en aspectos más generales en algunos casos y particulares en otros, la Comisión debe analizar 
rápidamente. Desearía que aquella vocación que se manifestó durante el Ejercicio 2007 se ponga en práctica 
en este Ejercicio porque estamos frente a un tema que, a nuestro juicio, es realmente de mucha importancia. 


La tercera intervención que tuvimos con la presencia de los jerarcas del Ministerio sobre este tema fue en 
ocasión del tratamiento de la ley del Sistema Nacional Integrado de Salud. Allí hay un artículo específico que 
refiere a la vigencia del Fondo Nacional de Recursos en todos sus términos y a la vigencia del sistema de 


financiamiento del Fondo Nacional de Recursos, tema que sin duda alguna debe ser hoy motivo de 
preocupación en la medida en que seguramente el Ministerio, dentro de sus acciones o decisiones políticas 
futuras, figure el modo a través del cual se va a seguir nutriendo este Fondo dado que hay una gran cantidad 
de eventuales beneficiarios y contribuyentes que van a modificar su forma de contribución. Cuando antes lo 
hacían con un complemento de la cuota mutual, o sea que estaba claramente definido que el señor tal o la 
señora tal pagaban, además de la afiliación al sistema mutual, una afiliación al Fondo Nacional de Recursos, 
ahora, muchas de esas personas -y sin perjuicio de que queda otra gran cantidad que pagan su cuota del 
Fondo Nacional de Recursos y seguramente la seguirán pagando-, eventuales beneficiarios dentro del sistema 
de seguros médicos deberán pagar o no de la cuota que corresponde, o se hará cargo el Fondo Nacional de 
Salud, para seguir estando amparados en el ámbito del Fondo Nacional de Recursos. 


De todos modos, no hay ninguna duda que la nueva forma de financiamiento del Sistema Nacional de Salud 
deberá incluir un capítulo específico destinado al Fondo Nacional de Recursos que compadezca la cantidad 
de eventuales demandantes a ese fondo de tecnología médica especializada con los recursos que recibe por el 
pago de la cuota que da derechos a ese individuo. 


Entonces, a partir de allí, desde ya señalo que propondremos en la próxima reunión de la Comisión la 
posibilidad de tener una jornada específicamente sobre este tema. 


Lo que hoy nos preocupa es que se ha conocido que el Fondo Nacional de Recursos, en una decisión tomada 
en el correr del mes de enero y a solicitud de una Institución de Asistencia Médica Colectiva, en particular de 
IMPASA, concedió un adelanto de dinero para ser utilizado por un Instituto de Medicina Altamente 
Especializada, lo cual está lejos del cometido, del fin y del propósito del Fondo que, por otra parte, está 
claramente establecido en su ley de creación. No es un organismo financiero; no es un organismo que preste 
dinero, sino que es un organismo que paga actos médicos. Además, la actuación del Fondo Nacional de 
Recursos está precedida por una serie de pasos que han ido adquiriendo complejidad en el correr del tiempo 
con el propósito de determinar la exactitud y la procedencia de cada una de las intervenciones que realizan 
los Institutos de Medicina Altamente Especializada. Tanto es así que, precisamente, la secuencia de análisis 
previa a la autorización en algunos casos es considerada hasta excesiva, porque ocupa tiempos y plazos que 
van en contra del interés del paciente que tiene derecho a ser asistido en determinada situación. Esto ha 
generado listas de espera para la autorización de cierto tipo de intervenciones, que podrían considerarse listas 
de retención. Si hay recursos y hay quienes están en condiciones de utilizarlos para cubrir determinado tipo 
de servicio o actividad, es evidente que la espera es una retención: no es por falta de recursos, ni por falta de 
quien pueda brindar los servicios sino por falta de autorización para que estos se brinden. 


Estos son los aspectos que hoy se pueden señalar de la actividad que debe desarrollar el Fondo Nacional de 
Recursos. Entonces, nos sorprende que el Fondo haya tomado una decisión, impulsada por su Presidente -en 
este caso, el principal representante del Ministerio de Salud Pública-, destinada a realizar un adelanto de los 
fondos de dicho organismo a una institución determinada. Y lo que más nos preocupa -por eso queremos 
conocer en profundidad los aspectos relacionados con esta decisión del Fondo- es que esto tenga como 
destino el apoyo financiero a una institución mutual que debe resolver sus problemas financieros por otra vía, 
no a través de la asistencia del Fondo Nacional de Recursos. Están los bancos; están los subsidios que, 
eventualmente, se puedan dar a una institución pública o privada -de acuerdo con lo establezca una ley, con la 
aprobación parlamentaria-, para sustentar determinado tipo de actividad, pero bajo ningún concepto se puede 
buscar un mecanismo elusivo de las competencias y las responsabilidades para que el destino sea el apoyo 
económico a una entidad mutual. 


A juicio nuestro, es necesario que este tema reciba la mayor publicidad posible, precisamente porque la 
transparencia tiene un componente que es la publicidad. Por eso, nos ha parecido conveniente que lo antes 
posible la señora Ministro y el señor Subsecretario nos expliquen -y por eso aprovechamos su venida- todo el 
proceso del adelanto o préstamo solicitado por IMPASA al Fondo Nacional de Recursos con el fin de utilizar 
una cifra que, por otra parte -sin perjuicio de que acá no importa la cantidad; importa si se puede o no hacer-, 
es realmente importante, que supera el medio millón de dólares. 


En ese sentido, desearíamos tener todos los antecedentes de parte del Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra a la señora Ministra, quiero aclarar que las 
citaciones a los Ministros son por un tema determinado. En este caso, ni siquiera hay una citación, 


porque la señora Ministra pidió para venir y fue aceptada su comparecencia por la Comisión. 


Las dificultades de consulta a los Ministros, a veces vienen del hecho de ser oposición, cosa que algunos 
están aprendiendo, y otros estamos aprendiendo a ser oficialistas. Capaz que nunca le pasó, porque nunca fue 
Oposición. 


Son hechos derivados de la vida que seguramente... 

SEÑOR TROBO.- ¿Usted me habla a mí? 

SEÑOR PRESIDENTE.- No; yo estoy hablando de cuál fue la actitud. 

SEÑOR TROBO.- No diga que nunca fui oposición porque fui mucho más oposición que Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me parece. 


SEÑOR TROBO.- Su apreciación es absolutamente improcedente y, además, no corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, hay que acostumbrarse a eso, y uno cuando pierde, pierde, y 
cuando gana, gana. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Voy a ceder el uso de la palabra al doctor Miguel 
Fernández Galeano, quien ejerce la presidencia del Fondo Nacional de Recursos, para dar satisfacción 
a las inquietudes que plantea el señor Diputado Trobo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- En primer lugar, compartimos plenamente -ya lo 
hemos dicho y, en este caso, estamos al llamado de la Comisión- la necesidad de evaluar y considerar de 
manera integral la realidad del Fondo Nacional de Recursos. Si bien -como decía el señor Diputado 
Trobo- cumple un papel muy importante en términos de garantizar el derecho a la salud y a la 
medicina altamente especializada de una manera satisfactoria, sin ninguna duda tiene que insertarse 
en el nuevo Sistema Nacional Integrado de Salud, tanto desde el punto de vista del financiamiento - 
evaluando cuáles son los caminos para seguir avanzando en el tema de garantizar un financiamiento 
equitativo y sustentable del Fondo- como el hecho fundamental de garantizar el derecho a la salud y el 
acceso a las intervenciones médicas -y ahora, porque así lo ha dispuesto el propio Parlamento, el acceso 
a los medicamentos de alto costo- desde los principios de la calidad y la sustentabilidad. 


Recuerdo que en la última ocasión que hablamos del tema -ante los integrantes de la Comisión y estaba 
presente el señor Diputado Trobo- hubo preguntas al respecto y nosotros insistimos mucho en que, 
necesariamente, la accesibilidad a las intervenciones médicas, a la tecnología y a la medicina altamente 
especializada, debe estar responsablemente evaluado en función de la evidencia científica de los resultados y 
de la capacidad del país para sustentar la incorporación de los nuevos procedimientos. 


Creemos que este es un tema muy de fondo, que no es sólo técnico o político sino que en muchos aspectos se 
convierte en ético o bioético. 


¿Hasta dónde un país puede sustentar la incorporación de nuevas tecnologías? Planteamos esto por muchas 
razones. Aunque repitamos otras intervenciones que hemos hecho en este ámbito del Parlamento, reiteramos 
que no todo se puede pagar, que no hay capacidad para cubrir todo financieramente, ni todo lo que está 
ofertado como tratamiento es necesario, útil o está demostrado que tenga un impacto sanitario. Debemos 
hacer un proceso razonable que nos permita evaluar efectivamente cuáles son las coberturas que el país puede 
asumir con acceso universal -que, por cierto, es una de las grandes fortalezas del Fondo Nacional de 
Recursos-, considerando los aspectos de la sustentabilidad no ya del Fondo sino del sistema sanitario y del 
país, con relación al acceso a esta tecnología. 


Es un tema de fondo en el que no quisiéramos entrar hoy porque estamos absolutamente convencidos de la 
necesidad de realizar una presentación prevista con tiempo -si la Comisión así lo dispone-, que contemple el 


conjunto de desafíos que tiene el Fondo Nacional de Recursos, las inquietudes que hoy se plantearon en Sala 
y otras que podríamos agregar, con respecto a la perspectiva de la cobertura de los actos médicos y de los 
procedimiento de la medicina que, además, evoluciona. La revolución científico técnica ha generado una 
dinámica en materia de progreso sanitario. En estos días de vacaciones me puse a leer cuestiones de la 
historia de la medicina y veía que en el siglo XVIII y en el siglo XIX solo había diez medicamentos útiles; 
hasta la década del cincuenta había cuarenta, y quizás esté exagerando. Es decir que, en realidad, hubo una 
incorporación de tecnología que, sin ninguna duda, requiere de un manejo responsable y consensuado en la 
sociedad. El Parlamento es un ámbito de privilegio para discutir los temas de la incorporación de tecnología y 
de medicina alta especialidad. 


Esto es lo que estaríamos tratando en esa convocatoria a la que con gusto asistiríamos con la señora Ministra 
y con los técnicos del Fondo Nacional de Recursos, considerando el estado actual del Fondo, sus desafíos 
principales y los dilemas sobre los cuales hay que tomar opciones de política que requieren de un acuerdo 
sustentable y amplio para que, en definitiva, el Parlamento pueda respaldar algunas de esas decisiones. 


No quiero pasar por alto el tema de las listas de espera que fue mencionado. En cuanto al Fondo Nacional de 
Recursos, efectivamente, existen en muchos casos listas de espera pero no están mediadas por el tema del 
financiamiento sino que muchas veces se dan porque es necesario que el paciente sea intervenido y se exige 
una serie de condiciones clínicas y de situación del paciente inexcusables para llevar adelante el 
procedimiento. Donde más se plantea el tema de las listas de espera es en todo lo que tiene que ver con 
artroplastias como la colocación de prótesis de cadera o de rodilla. 


Sin duda, este es un tema sobre el que estamos muy atentos y puedo señalar que los tiempos de espera de 
cirugías para artroplastias tiene una demora no mayor a tres meses, noventa días. Si se compara esto con el 
conjunto de los sistemas de salud -porque también estamos mirando al mundo cuando consideramos la 
experiencia del Fondo- vemos que es un período de espera -mediado, reitero, por aspectos técnicos- que está 
dentro de lo razonable a la hora de manejar el acceso de la población a estos procedimientos. Dentro de una 
agenda tentativa de temas relativos al Fondo Nacional de Recursos se debería incluir cuáles son los 
procedimientos y las técnicas que es razonable que estén comprendidas por la calificación de medicina 
altamente especializada y cuáles podrían pasar a ser prestaciones integrales de los prestadores de salud. Por 
aspectos que hacen a las dificultades del cambio y a la estabilidad del sistema, tenemos que discutir las 
fortalezas y debilidades que tendría un proceso de modificación de lo que hoy es el Fondo Nacional de 
Recursos. 


Reitero que este es un tema amplísimo y es difícil escapar a la tentación de comenzar el debate -como 
hacemos también en el Fondo Nacional de Recursos- de cuáles son los caminos a tomar. 


Como bien decía el señor Diputado Trobo, claramente la maduración de la armonización del financiamiento 
del conjunto del sistema exigirá repensar la evolución del financiamiento de la medicina altamente 
especializada. La opción de política que se tomó fue que mientras se pone en marcha esta primera etapa de la 
reforma no se saque del punto de equilibrio al Fondo Nacional de Recursos. No hubiera sido razonable 
cambiar algo que venía funcionando para resolver posibles caminos para perfeccionar el financiamiento en 
forma paralela a la reforma que se está implantando con la Ley N* 18.211 que creó el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Ello no significa que el tema del financiamiento de las prestaciones integrales, 
armonizándolo con el financiamiento asegurado que tiene toda la reforma de las técnicas altamente 
especializadas, no pueda ser materia de un primer intercambio a nivel del Parlamento para ir pensando 
eventuales transformaciones en el sistema actual. 


En cuanto a la consulta del señor Diputado Trobo, voy a señalar que, efectivamente, se trata de un tema que 
en ningún momento pretendió ser oculto o no publicable. Las actas del Fondo Nacional de Recursos están a 
disposición de todo el mundo. Esta resolución fue tomada con fecha 17 de enero y no se hizo otra cosa - 
quiero ser muy claro en el concepto, luego podremos ver la letra escrita- que transferir al Instituto Nacional 
de Cirugía Cardíaca un adelanto del 7% de su facturación mensual -es un adelanto de $ 1:000.000 y la 
facturación mensual es de $ 14:000.000; por lo tanto, es un adelanto del 7% de la facturación- con el objetivo 
concreto de fortalecer sus enormes potencialidades a la hora de responder en materia de angioplastia y cirugía 
cardíaca que, junto con la hemodinamia, son las técnicas de mayor volumen que desarrolla ese IMAE. ¿Para 
qué era esto? Para que, estando el IMAE radicado en una institución como IMPASA y siendo esta la que 


tiene la planta física y el equipamiento, mediante la transferencia -que es un adelanto de pago-, se pueda 
renovar el funcionamiento del INCC. 


Voy a hacer una lista muy sumaria de cuáles son los destinos de este adelanto de pago: sistema de 
acondicionamiento de aire en las dos salas de operaciones -debo aclarar que ya existe pero se quiere poner 
uno de última generación; tengo aquí los presupuestos-, necesidad de manejar equipamientos varios, 
respiradores volumétricos para el posoperatorio de cirugía cardíaca, monitores multiparamétricos -también 
estaban planteados- y particularmente obras edilicias de mejoramiento de la planta física de la sala de 
operaciones y de la unidad posoperatoria de cirugía cardíaca. Estas son dos áreas que si bien están dentro de 
los niveles y estándares aceptables, el Fondo -que hace evaluaciones permanentes de los resultados y de 
estructura de proceso y de resultado de las instituciones- había señalado la necesidad de que tuvieran un 
mejoramiento. Lo que hizo el Fondo, históricamente, no actuando como prestamista, fue un adelanto de pago. 


No quiero abusar del tiempo de los señores Diputados y tampoco creo que sea necesario que lo haga de 
manera detenida, paso a paso, pero quiero mencionar algunos ejemplos -de cuarenta podría relatar uno a uno- 
de cómo históricamente se han hecho adelantos de pagos. La primer acta, sobre la que por sistema 
informático pudimos rápidamente encontrar antecedentes, es de agosto de 1986. Allí se hizo una transferencia 
para un Centro de Diálisis de Tacuarembó del 50% de la facturación durante un período de tres meses. Más 
adelante se hace para Salto, Florida, Pando y otras instituciones mutuales de Montevideo como CRAMI y 
Médica Uruguaya. Luego se cambia el criterio: el adelanto de pago se hace contra la facturación a hacer por 
parte de la institución, y es de un 50% por seis meses. Estamos hablando de que ni siquiera es un porcentaje 
menor sino que es efectivamente alto. Se hace para Rivera, para distintas instituciones de Cerro Largo, 
etcétera. Aquí tengo una relación detallada que llega a los distintos antecedentes. 


Me quiero detener particularmente en uno de los adelantos que se hizo en 1994, siendo Presidente el doctor 
Abisab, a su vez, Subsecretario de Salud Pública, y siendo Ministro el doctor García Costa. En el literal a) de 
la Resolución 41/94, se establece: "El adelanto como ya es característica en el Fondo para los IMAE [...]". O 
sea que en 1994 ya se asumía -después puede venir la discusión de si es pertinente o no- que para objetivos 
sanitarios el Fondo hiciera adelantos por un porcentaje del pago. Ese adelanto, el 1* de febrero era de 

US$ 900.000; el 1? de marzo era de US$ 400.000; el 1* de mayo era de US$ 400.000, y así se llega a 

US$ 2:100.000 que se le adelantan al Centro Nacional de Quemados para poner en marcha su 
funcionamiento. Naturalmente, esto se hizo con el acuerdo de la Comisión, con un impulso muy fuerte que en 
esta materia hizo el Poder Ejecutivo de la época, y tenía como objetivo sustantivo el posibilitar -teniendo en 
cuenta la posibilidad de repago asegurada; aunque en este caso todavía no había ningún acto realizado- la 
apuesta al funcionamiento del Centro. Como dijimos que el adelanto al INCC era de un 7% de su factura 
mensual, en este caso debemos decir que lo que se adelantó en su momento al Centro Nacional de Quemados 
representa el 493% de su factura mensual. O sea que se le hizo un adelanto sustantivamente muy grande que 
lo compromete, como de hecho ha pasado; el tema de este adelanto, que es un monto muy importante, lo 
venimos superando con el Centro Nacional de Quemados a lo largo del tiempo. 


Quiero aclarar que por la Resolución N* 40/96 -ya estamos en otra Administración- también se le hizo un 
pago por adelantado al Hospital Italiano-ICT -en ese momento funcionaba allí el Instituto de Cardiología 
Infantil- de $ 1:200.000 por determinado período de tiempo. 


Siguen los adelantos y voy a hacer una última referencia -aclaro que existen más casos en el tiempo- al que se 
hizo al Hospital de Clínicas. Por cierto, nosotros lo hubiéramos hecho también en la Administración del año 
2003. En este caso se hizo para resolver una carencia que tenía esa institución, que no contaba con balón de 
contrapulsación, lo que en la jerga se llama cirugía con bomba. Esto fue precisamente para mejorar el 
equipamiento del IMAE público, en este caso el IMAE universitario. 


A pesar de existir esta extensa relación de antecedentes con la cual contamos cuando tomamos la Resolución 
de 17 de enero de 2008, tomamos algunos recaudos que me parece interesante destacar. En dicha Resolución 
se expresa lo siguiente: "a) el monto total adelantado de doce millones de pesos; b) que dicho adelanto se 
realizará mensualmente, durante el año 2008, a razón de un millón de pesos mensuales; c) que el reintegro al 
FNR por parte del IMAE INCC se efectuará durante el año 2009, a razón de un millón de pesos mensuales 
mediante la retención de la facturación de dicho IMAE al FNR, cantidad que, en caso de producirse un 
incremento de los aranceles correspondientes a dichos actos médicos durante la vigencia del convenio, se 
trasladará a las cuotas pendientes de pago; d) en caso de que el IMAE INCC cese en la realización de actos 


médicos con cobertura financiera del FNR o entre en cesación de pagos, el FNR estará habilitado para 
descontar la totalidad de las sumas pendientes de reintegro de manera inmediata y hasta la cancelación de su 
totalidad". O sea que efectivamente existen mecanismos y resguardos de garantía respecto a este adelanto de 
pago por cómo es la dinámica del acto que se hace previamente al pago; por lo tanto, existe un margen 
efectivo de garantía de estar siempre teniendo el retorno que efectivamente un adelanto de pago debe tener. 
Aprovecho para aclarar -formará parte, sin duda, de la valoración más general del funcionamiento del Fondo- 
que durante el período de nuestra Administración, en conjunto con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
asumimos el Fondo Nacional de Recursos con una deuda a los IMAE y un atraso respecto al plazo legal de 
65 días, y que hoy ya estamos pagando por debajo del plazo legal, que es de 60 días, y estamos pensando que 
esto se podrá mantener a lo largo de todo el Período. 


El Fondo Nacional de Recursos tiene que administrar recursos que son de toda la población con enorme 
transparencia y de acuerdo con determinados procedimientos. Nosotros también hicimos la consulta jurídica 
y se nos aclaró que, además de los antecedentes, que podrían no ser un elemento per se habilitante, desde el 
punto de vista legal el adelanto de pago puede formar parte de esa discrecionalidad -uso la palabra 
discrecionalidad no en su sentido peyorativo sino en un sentido amplio- en la administración que el Fondo 
Nacional de Recursos hizo y ha hecho de sus recursos, no actuando como prestamista sino, en muchos casos, 
como facilitador del fortalecimiento de las condiciones de calidad con las que tienen que funcionar los 
IMAE. El núcleo conceptual es que esto no fue -más allá de lo que se habló periodísticamente- una fuga de 
fondos, un desvío de fondos, sino una transferencia a un IMAE -que no es el propietario ni el administrador 
del equipamiento ni de la planta física donde funciona- de un adelanto de pago con un convenio que aún no 
se ha firmado, en el que se establecen las condiciones que acordó en su resolución el Fondo Nacional de 
Recursos, porque lo que acabo de plantear es que deberían ser objeto de un convenio entre el Instituto 
Nacional de Cirugía Cardíaca y el Fondo Nacional de Recursos, es decir que está claro que el convenio da 
garantías del destino, de la devolución, de la entrega y de todos los aspectos involucrados en este tema. 
Repito, este es un tema para el cual el Fondo, con fecha 17 de enero, está facultado para utilizar el voto en 
reserva de la FEMI, del CASMU y de la extensión de la Asociación de IMAE en su momento. 


En la última reunión del Fondo Nacional de Recursos la FEMI hizo un voto negativo, es decir que el voto en 
reserva se convirtió en voto negativo, y el CASMU aún no ha expresado su opinión. Debo destacar -porque, 
quizás, sea importante hacerlo- que este asunto no contó solo con los votos -porque los antecedentes son 
antecedentes y en esto es bueno tener memoria a la hora de cómo proceder dentro de una institución-, de la 
delegación del Estado; esto no fue una propuesta solo del Presidente ni del Ministerio de Salud Pública sino 
que fue una propuesta evaluada y sugerida por toda la delegación del Estado -así queremos funcionar 
nosotros- y contó con el apoyo de otros votos en la Comisión Honoraria Administradora que no solo está 
compuesta por delegaciones del Estado sino también por el sector empresarial, por las IAMC y por los 
Institutos de Medicina Altamente Especializados. 


Esta es la primera respuesta en cuanto a este tema. 


Con respecto a la referencia que hizo el señor Diputado sobre la difusión, en este tema se trabajó -nunca 
mejor dicho- con luz y taquígrafos. Además del acta de resolución que obra en mi poder, el Fondo Nacional 
de Recursos tiene una versión taquigráfica que también demuestra que esta temática fue planteada con total 
amplitud y claridad por todos los presentes. 


Gracias. 


SEÑOR TROBO.- Quiero referirme brevemente a uno de los antecedentes que cita el doctor 
Fernández Galeano, que es el del CENAQUE. Usted sabe muy bien, señora Ministra, que no 
corresponde incluirlo dentro de los antecedentes que justifican la actuación del Fondo en este caso. 
Usted sabe muy bien que en su momento se determinó que los eventuales beneficiarios del CENAQUE 
pagaban una cuota especial y un componente con el propósito de financiar la instalación de dicho 
centro, porque en Uruguay no existía un Centro Nacional de Quemados. Esa fue una decisión muy 
clara a todas las luces que creó como componente de la cuota IMAE $ 0,90 para contribuir a tal 
inversión, y a partir de determinado momento se pasó a un monto que creo que es de $ 1. Es decir que 
estamos hablando de cosas diferentes. Estamos hablando de un préstamo que se otorga a una 
mutualista para que haga algunos arreglos a fin de que los utilice un IMAE que, a su vez, es una 
empresa que tiene sus beneficios. Estamos hablando de eso; estamos hablando de una decisión que se 


tomó entre gallos y medias noches porque lo que usted no ha dicho, señor Subsecretario, es que hizo la 
propuesta en la media hora final, ya que el punto no integraba el orden del día y, además, se sesionó en 
régimen de Comisión General. Yo quiero saber si el mencionado régimen de Comisión General es 
habitual en el Fondo Nacional de Recursos para el tratamiento de asuntos tan importantes, 
fundamentalmente, porque el Fondo está sometido al régimen que establece el Texto Ordenado de 
Contabilidad y Administración Financiera, y todos los que lo integran son responsables de la forma en 
que se destinan los recursos que lo constituyen, tanto los que votan a favor como los que eventualmente 
se abstienen. Solo el voto formal y escrito en una decisión que adjudica recursos del Fondo puede 
excepcionar de la responsabilidad a quienes hayan tomado esa decisión. Está claro que el Fondo 
Nacional de Recursos tomó esa decisión "in extremis' en una sesión con respecto a un asunto que no 
formaba parte del orden del día sino que fue agregado como punto complementario después de 
considerar los temas del orden del día. Además, todo esto ocurrió en una sesión que no sé si llamar 
reservada, secreta o en régimen de Comisión General. En este sentido, lo único que transcribe la 
versión taquigráfica del Fondo son las consecuencias de esa discusión. En esta se establece que -como 
bien lo dijo usted- en la segunda instancia se concede un préstamo de $ 12:000.000, no de $ 1:000.000. 
Es decir, se trata de $ 1:000.000 lo cual significa $ 12:000.000, que son los que menciona la versión 
taquigráfica en la que figura la Resolución de dicho Fondo. 


Entonces, cuando hablamos de transparencia y de publicidad, nos estamos refiriendo a la necesidad de que 
sea así cuando se trata de una decisión de estas características, aunque tenga antecedentes, porque la 
legitimidad de la resolución del Fondo hoy no deviene de que en el pasado se haya tomado una decisión 
parecida, deviene de que la ley lo habilita a tomar esta decisión. Por tanto, en primer lugar, quiero saber cuál 
es el proceso formal de la toma de decisión por parte del Fondo Nacional de Recursos, quién hace la 
solicitud, cómo se hace, cómo se formaliza, qué informes recoge el Fondo para recomendar a los miembros 
de su directiva la decisión que hay que tomar. Me imagino que habrá un informe jurídico que respalde la 
decisión que se va a adoptar. Reitero, en cuanto a que hay antecedentes -como se mencionó en público y en 
privado-, sabemos que hay muchos; pero, francamente, para mí y con respecto a este tema, son una anécdota. 
Lo principal es que se pueda hacer o no y, fundamentalmente, descarto el antecedente del CENAQUE porque 
sabe muy bien el doctor Fernández Galeano que cuando se refiere a este centro está hablando de una decisión 
que se tomó en su momento, adoptando resoluciones específicas que creaban un recurso específico para 
financiar el establecimiento del Centro Nacional del Quemado. Por supuesto, habrá informes financiero 
contables elaborados por el propio Fondo Nacional de Recursos recomendando o señalando el efecto que 
puede tener una decisión de estas características. También tiene que haber un estudio económico financiero 
acerca del costo que tiene la realización de este adelanto o préstamo porque el Fondo no es un prestamista. 
Sin embargo, quien se beneficia eventualmente del préstamo es un actor que persigue un lucro y me parece 
muy bien que haya entidades que brinden servicios de salud con fines de lucro, que reciban el pago por los 
servicios que brindan. Entonces, en este caso, hay que correr el velo de una decisión que, a nuestro juicio, no 
está clara, para poner encima de la mesa todas sus particularidades, en especial, porque como recordará o 
como bien sabe el señor Presidente del Fondo Nacional de Recursos lo poco que se recoge de esa discusión - 
que es nada-, es simplemente una resolución ya que, reitero, se trabajó en régimen de Comisión General. 
Salvo que el Fondo tenga la grabación de lo que allí se dijo -que en aras de la transparencia sería muy bueno 
tenerla para saber cuál fue el debate que se dio ahí adentro-, el tema se discutió detrás de cortinas y lo que 
levanta la única versión taquigráfica que tenemos es que el Presidente planteó el adelanto solicitado por 
IMPASA con destino al IMAE y al INCC. ¿Qué tiene que solicitar IMPASA si no es otra cosa que el asiento 
físico en el cual funciona un IMAE? No es el IMAE de IMPASA. IMPASA le contrata a ese IMAE 
determinado tipo de servicios como camas y edificios, y le presta servicios personales, pero el IMAE le paga. 
Es decir que hay una parte de la facturación que ese IMAE realiza al Fondo Nacional de Recursos que tiene 
como objeto satisfacer ese arrendamiento. La complejidad de la ecuación económica del IMAE -de este o de 
otros que estén establecidos en una organización que no es propia o en un edificio que no es propio- es que 
tiene un componente de ingresos y un componente de egresos. En el componente de ingresos está la 
facturación que le realiza al Fondo. En el componente de egresos está lo que paga por arrendar una cama, por 
pagar servicios personales que se le brindan por terceros, honorarios médicos o compra de equipamiento. En 
esa cuestión de la compra o arrendamiento del equipamiento hay una relación económica: la mutualista 
IMPASA brinda determinados servicios y por ellos cobra. 


Entonces, brindar un adelanto a la mutualista IMPASA para que a su vez le facilite las cosas al INCC no me 
parece que sea el propósito o la competencia del Fondo Nacional de Recursos. 


En suma: a mí esto no me queda claro, ni porque se pretenda justificar diciendo que hay antecedentes, ni 
porque se pretenda justificar diciendo que es con el único propósito de mejorar la calidad técnica de la 
asistencia de los pacientes en un IMAE. Además en eso no debo ingresar porque no conozco el tema y porque 
no es justo poner sobre la mesa el nombre de una entidad o empresa que se dedica a determinado tipo de 
prestaciones en lo que compite con otras tantas en todo el territorio nacional. Entonces, aquí el tema no es el 
INCC; aquí el tema es el Fondo cumpliendo o no con su objetivo y destinando los fondos que recibe para 
cierto tipo de actividad a otra actividad. Francamente, yo lo veo como un préstamo para desaguar una 
situación económica. Por eso lo pide quien, como es notorio, ha tenido una situación económica complicada 
como la mutualista IMPASA. Esto no es un juicio de valor como mutualista sino como empresa, como 
entidad que tiene que sustentarse económicamente. Además, parece haber resuelto algunos inconvenientes 
sobre fines de año, contemporáneo con la decisión que toma el Fondo Nacional de Recursos. 


Creo que en esto es necesario profundizar para tener la más absoluta transparencia. Precisamente, cuando 
recurrimos a la fuente principal que es el documento que resulta de la reunión del Fondo, nos encontramos 
con que no hay elementos. Eso nos genera dudas y por eso preguntamos acerca de qué elementos han 
compuesto esa decisión, cuál fue el proceso y cómo llegamos a conocer en profundidad todos los pasos que 
se dieron. 


Estas son mis preguntas y algunas afirmaciones que hago en virtud de los elementos con los que cuento. 


SEÑOR POSADA.- Sin perjuicio de que puede ser interesante, a efectos de la información que se 
suministra a la Comisión, la contestación de estas interrogantes que planteaba el señor Diputado 
Trobo, me parece que es bueno que reflexionemos que estamos ante un hecho absolutamente grave. 


A diferencia de las personas físicas, de los individuos, que podemos hacer todo aquello que nos está 
permitido, las personas públicas, las personas de derecho público solo pueden hacer aquello que está 
específicamente establecido en la ley o en la Constitución. Estamos frente a un hecho que de acuerdo con lo 
que se ha señalado tiene sus antecedentes, pero en el cual hay una clara extralimitación de quienes están al 
frente de esta institución de derecho público respecto a hacer cosas que no le están permitidas ni establecidas 
en la ley. Esto claramente es utilizar fondos públicos, administrados por una institución de derecho público, 
para destinarlos a una institución privada. Está claro que las modificaciones en la planta física se van a hacer 
en una institución privada que ni siquiera tiene relación directa con el Fondo Nacional de Recursos. 


Creo que el hecho es lo suficientemente grave como para que haya una reflexión en el propio Fondo Nacional 
de Recursos respecto a dejar sin efecto este tipo de decisiones que se han tomado. Me parece una 
extralimitación absoluta, total. Ese mal manejo -no es discrecionalidad sino una extralimitación respecto a lo 
que establece la ley, y si hay antecedentes en el pasado me parece que debieron ser denunciados- constituye 
una manera de actuar dentro de la gestión pública que tenemos que desterrar. Si hay instituciones de 
asistencia médica que, si nos atenemos al cumplimiento estricto de la ley, debieran estar en un proceso de 
quiebra, otra debiera ser la forma de tratarlas. Buscar vericuetos dentro de la gestión pública para poner 
paños fríos en una situación que es crítica -con todo el respeto que me merece el señor Subsecretario que 
preside el Fondo Nacional de Recursos- es algo que debiera ser revisado para tranquilidad de todos. Porque si 
de esta forma se administran los recursos públicos, mucho tememos que terminemos en situaciones no 
deseables, inclusive en el ámbito de la Justicia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- En primer lugar, quiero señalar que la 
posibilidad jurídica de realizarlo fue obviamente consultada en el momento en que hicimos la 
propuesta en el pleno del Fondo Nacional de Recursos. Tuvimos un dictamen bastante claro de la 
amplitud con la cual el Fondo puede proceder con la administración de sus recursos. Como siempre 
sucede con lo jurídico, puede haber más de una interpretación, pero en todo caso sí quiero dejar claro 
como Presidente alterno del Fondo en representación de la señora Ministra que se hicieron las 
consultas, sobre todo teniendo en cuenta que en esta Administración se procuró que los pagos 
adelantados fueran los menos posibles o no existieran. 


Parece bastante razonable que la mejor manera de tratar este tema no es a partir del análisis meramente 
jurídico, a partir de la casuística -no le quito importancia-, sino a partir de la realidad concreta sobre la cual sí 
me hago responsable como administrador público, que es la existencia de un IMAE en una institución que, 


como todo el mundo sabe, tiene enormes vulnerabilidades, de las que queremos salir. Nosotros -me refiero a 
la señora Ministra, a quien habla y al equipo de conducción del Ministerio- estamos absolutamente 
convencidos de la necesidad de que IMPASA siga siendo una institución viable en el sistema sanitario 
nacional. Y esta no es una decisión o una mirada dirigida a sostener una empresa sino que tiene que ver con 
no perder el patrimonio sanitario, el patrimonio de recursos humanos, la imagen que la institución IMPASA 
tiene en el sistema sanitario nacional. 


Uno de los puntos que está planteado -no el único, por cierto; no estamos hablando hoy aquí solo de 
IMPASA- es la necesidad de dotación de equipamiento técnico, como se hizo en su momento para hacer 
posible el Centro Nacional de Quemados -porque nosotros no hemos dicho que los antecedentes no 
estuvieran justificados; quizás si hiciéramos un análisis lugar por lugar, tal vez alguno no lo habría estado- y 
el Fondo actuó siempre con la idea de generar posibilidades; quizás no lo hizo siempre de la mejor manera, 
porque ha habido antecedentes de refinanciamientos a instituciones privadas que, por cierto, también es otro 
capítulo que se podría incorporar en el análisis de este tema, pero aquí de lo que se debe estar absolutamente 
seguro es de que se actuó con la total claridad de que había un IMAE -que repito que cumple de manera 
adecuada, con resultados sanitarios apropiados, con estándares de calidad adecuados-, que estaba teniendo la 
posibilidad de entrar en riesgo por la vulnerabilidad de la institución en la que estaba asentado. Y para esta 
Administración -lo digo con toda claridad- la viabilidad de IMPASA era y es -como la de otras instituciones 
privadas que están funcionado- un objetivo explícito de política pública. 


¿Cómo se genera el tema del préstamo? A partir de lo que fueron los acuerdos finales que se tomaron sobre 
diciembre del año 2007, en los cuales se incluyó la necesidad de mejorar aspectos del equipamiento que se 
deben renovar. Puedo volver a leer los documentos, pero creo que alcanza con la relación sucinta que hice de 
ese equipamiento -inclusive con sus costos- para poder dar sustentabilidad a este tema. Acontece que a veces 
las instituciones sanitarias no pueden cumplir con los objetivos sanitarios y con la calidad sanitaria que deben 
brindar, y la obligación del administrador -sin violar ninguna de las normas existentes- es la de garantizar una 
salida en este tema. 


Tengo aquí un primer antecedente de refinanciación de febrero de 1985 y cuando en agosto de 1986 los 
centros de diálisis de Maldonado y Tacuarembó pidieron adelantos del cincuenta por ciento para hacer viable 
su funcionamiento, las autoridades del momento estuvieron haciendo algo. Supongo que para ello habrá 
habido consultas jurídicas -había margen jurídico para hacerlas- y existía un fundamento de tipo jurídico. 


Cuando en marzo de 1987 el centro de diálisis de la Sociedad Médico Quirúrgica de Salto también solicitó un 
adelanto, se procedió con igual criterio. Y repito que progresivamente los adelantos se hicieron por un 
porcentaje mayor de la factura, por un cincuenta por ciento de la factura, y por un período de tiempo mayor 
para resolver los temas de la viabilidad. 


Sin duda que siempre que venimos a este ámbito estamos abiertos a escuchar todos los elementos que se 
plantean, pero quiero recalcar -creo que también es un elemental sentido de responsabilidad de nuestra parte- 
que cuando llevamos esta propuesta a la Comisión Honoraria, ya el 17 de enero -porque hubo licencias en la 
Comisión Honoraria en la primera quincena y lo llevamos a la primera reunión- estábamos pensando en 
encontrar una salida para este tema y el Fondo quedó habilitado para otorgarla. 


El artículo 4” de la Ley N* 16.343, de 1992 -que actualiza la ley original del Fondo-, expresa que "El Fondo 
Nacional de Recursos tendrá el carácter de persona pública no estatal y será administrado por una Comisión 
Honoraria Administradora", y el artículo 5” estable que esa Comisión tiene la potestad de autorizar los gastos 
necesarios a efectos de llevar a cabo los objetivos del Fondo. Un pago adelantado en función de un objetivo 
sanitario es algo que, repito, se hizo en reiteración real en el pasado y que nosotros entendimos que se tenía 
que hacer. Esa es la explicación que hoy tenemos para dar ante esta Comisión, dejando claro cuál fue el 
procedimiento que desarrollamos. 


SEÑOR TROBO.- En su última exposición el doctor Fernández Galeano hizo dos afirmaciones. La 
primera es que él, el Ministerio y el Gobierno, sienten el propósito, la obligación y el compromiso de 
mantener la mutualista IMPASA funcionando. Ese me parece un muy buen propósito; nosotros lo 
compartimos. Pero lo dijo en el marco de la explicación de un adelanto que le hace a IMPASA; lo hace 
diciendo que la medida se tomó con el propósito de sostener, entre otros, a la mutualista IMPASA. 


SEÑOR FERNÁNDEZ GALEANO.- No; tal vez no me expresé claramente. Lo que yo digo es que la 
institución IMPASA no está en condiciones hoy de cubrir las necesidades de planta física y de 
equipamiento que requiere mantener el nivel de calidad del IMAE INCC. No dije que había que 
adelantarle dinero para una ecuación financiera. Dije que el INCC, que es el que contrata con el 
Fondo, necesita niveles de calidad y dije que eso no se lo puede dar la institución IMPASA en una 
situación de vulnerabilidad, y que el Fondo procedió de esa manera para hacer posible -como lo hizo 
antes- el funcionamiento del INCC. 


SEÑOR TROBO.- Lo que ocurre es que lo que me quedó claro de lo que dijo en primera instancia se 
podría vulgarizar diciendo que si mañana IMPASA no puede funcionar más, el INCC se tiene que ir de 
allí y tampoco puede funcionar más. Y ese es un problema de viabilidad de IMPASA, pero aquí 
estamos hablando de otra cosa: de un dinero que se le adelanta y que no le va a resolver los problemas 
financieros a IMPASA. 


IMPASA tiene un contrato con el Instituto de cirugía cardíaca. Seguramente este no es el lugar ni la forma 
adecuada de hacer un juicio de valor, pero esta debe ser de las entidades que tienen mayor nivel de calidad y 
experiencia en materia de las prestaciones que ofrece; creo que es muy importante señalar eso porque cada 
vez que uno pone un nombre sobre la mesa pueden aparecer dudas sobre la capacidad técnica de esa entidad. 
En este caso, estamos hablando de prestaciones que se reciben de parte de un IMAE que tiene probada 
capacidad y eficiencia en su tarea. Pero lo que queda muy claro es que el INCC ingresa a esta discusión en la 
medida en que la decisión que propone el Presidente del Fondo Nacional de Recursos es que se le conceda un 
préstamo a IMPASA con destino a las actividades del INCC. ¿Por qué IMPASA no solicita eso en un Banco? 
¿Por qué no va a donde se puede pedir dinero para hacer las obras que le permitan mantener como cliente al 
INCC? Porque está claro que el INCC es cliente de IMPASA, le arrienda espacios, le paga servicios 
personales. 


(Diálogos) 


——— Uno no tiene por qué saber todo, pero lo que digo es que la mutualista brinda servicios al Instituto de 
cirugía cardíaca y este realiza sus actividades allí, como las podría realizar en otro lugar, con todas las 
complejidades que significa trasladar una organización de estas características, pero no es propio de 
IMPASA; no es como el instituto de cirugía que tiene alguna otra mutualista, que le es propio, forma parte de 
su actividad y, por tanto, debe estar en condiciones de poder realizar la actividad plenamente. Esa es la 
diferencia que existe en este caso. 


SEÑOR FERNÁNDEZ GALEANO.- La voluntad de política pública, de política sanitaria que tenemos 
respecto a los Institutos de Medicina Altamente Especializada es que, aun cuando tengan un régimen 
de institución privada funcionando dentro de otra -como en este caso-, es que funcionen en las 
instituciones en las que están. Creemos que hace mucho daño -y seguramente formará parte del 
intercambio que hay que mantener sobre el tema del Fondo- pensar que los Institutos de Medicina 
Altamente Especializada pueden estar en cualquier lugar en cualquier momento. Pensamos que hay 
que fortalecer capacidades institucionales, e imaginamos al IMAE Instituto Nacional de Cirugía 
Cardíaca con su forma jurídica dentro de la institución IMPASA. Dicho de otra manera, no 
imaginamos al INCC desligado de IMPASA ni a IMPASA desligada del INCC. 


SEÑOR POSADA.- Para las personas de derecho público rige el principio de especialidad, que 
establece que no se puede hacer aquello que está por fuera de los cometidos. El Fondo Nacional de 
Recursos claramente no tiene potestades para financiar ni para prestar dinero, y ni siquiera para 
anticiparlo. Eso no está previsto en la ley y, en consecuencia, no lo puede hacer. Si hay antecedentes en 
este sentido, estamos hablando de actuaciones al margen de la Constitución y de la ley. 


Por lo tanto, me reafirmo en la solicitud. El tema es lo suficientemente grave como para que haya una 
reflexión respecto a la decisión que tomó el Fondo Nacional de Recursos. 


Puedo compartir la decisión del Ministerio de tratar de darle viabilidad -como es el caso- a una empresa que 
la tiene seriamente cuestionada, como ocurre con IMPASA pero, en todo caso, esa debe ser una discusión del 
propio colectivo. No se puede, de alguna manera, salir con recursos públicos al auxilio de entidades privadas, 


más allá de que estas sean prestadoras de salud. No creo que para ninguna actividad se pueda justificar el uso 
de los recursos públicos si no hay una decisión expresa en el sentido de así hacerlo. En este caso, a través del 
Fondo Nacional de Recursos se están tomando decisiones y eludiendo lo que debe ser, en todo caso, una 
discusión. Lo planteamos cuando discutimos el Sistema Nacional Integrado de Salud, en el sentido de que se 
estaba eludiendo una discusión sustancial referente a la viabilidad económico financiera que tienen hoy 
determinadas instituciones prestadoras de salud. Sé que ese es un tema que está permanentemente presente en 
la preocupación del Ministerio, pero tiene que haber una discusión de otro tipo. El Ministerio, sin marco legal 
adecuado, no puede tomar decisiones que terminan en este tipo de situaciones. 


Realmente, no hay sustento jurídico que avale una decisión como la que tomó el Fondo Nacional de 
Recursos, y si hay asesores que han justificado esa decisión están absolutamente fuera de lo que debe ser. 
Este ese un tema preocupante, que tenemos que valorarlo en su justo término. Por eso insisto en la necesidad 
de que el Fondo revea la decisión que ha tomado, porque contraviene lo que especialmente establece la ley a 
este respecto. 


SEÑOR TROBO.- Solicito que el Ministerio nos remita el informe jurídico que tuvo el Fondo a la vista 
para tomar esta decisión. En segundo lugar, solicito un informe financiero sobre una decisión de estas 
características, que tenga que ver con el costo que tiene para el FNR realizar este préstamo y la forma 
en que se devuelve. En tercer término, también solicito la grabación o la versión taquigráfica de la 
Comisión General en la que se tomó esta decisión, con sus contenidos, a efectos de conocer los 
elementos que allí se manejaron. Asimismo, quisiera conocer los términos de la solución que hoy se está 
aplicando a la situación de la mutualista IMPASA; sería muy bueno que la señora Ministra hoy nos lo 
dijera. Concretamente, me refiero a en qué medida, desde el momento en que en virtud de su realidad 
económico financiera se consideraba que no era sustentable, han evolucionado las cosas hasta el día de 
hoy, que determinan por parte del Ministerio que la situación de la mutualista sea de sustentabilidad. 
Quisiera saber cuáles son los componentes que han hecho corregir esa situación que tenía la mutualista 
y, por supuesto, desde ya que nuestro espíritu y nuestro ánimo es que funcionen, cada una y todas las 
entidades mutuales. Pero como esto ocurre entre el 23 de diciembre y el 17 de enero, prácticamente en 
un período en que pasan muchas cosas que a veces no se conocen en profundidad, y sobre todo cuando 
uno de los componentes de esta cuestión tiene que ver con una resolución del Fondo que no está 
explicitada en sus actas sino que fue tomada en Comisión General o secreta,nos parece que en virtud 
de la pretensión de que esto sea hecho como corresponde, con la más absoluta transparencia, queremos 
conocer esos elementos porque nos parecen muy importantes. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Quiero aclarar lo que tiene que ver con lo actuado por 
el Fondo Nacional de Recursos y lo que es el Sistema Nacional Integrado de Salud y el sistema mutual. 
En realidad, no se trató de una asistencia a una institución de medicina colectivizada sino de un 
adelanto a un proveedor del Fondo. ¿Qué es lo que sustenta que ese proveedor esté en ese lugar? Esa es 
una definición política del Ministerio de Salud Pública. Creemos que, en el país, los Institutos de 
Medicina Altamente Especializada deben tender a una concentración que haga que exista una mayor 
experticia, como ocurre en el mundo, y esas actividades se concentren. No autorizamos traslados de 
IMAE de instituciones entre sí porque eso generó, también en el pasado -y se puede demostrar- 
estadísticas que no califican la buena calidad de atención de las personas. 


Creo que se ha expresado erróneamente lo que tiene que ver con la asistencia financiera a una institución de 
medicina colectivizada que ha tenido un proceso de intervención de licitación y que está en vías de 
unificación con otra institución de medicina de nuestro país y que para su asistencia económico financiera ha 
solicitado donde corresponde un préstamo, que es al Banco de la República. En realidad, no se asiste para 
asistir a una institución mutual. Se asiste para asistir a un instituto que en nuestro medio es el que tiene las 
mejores cifras y los mejores resultados. Nosotros tenemos que defender la salud de la población, y el instituto 
que tiene mejores resultados es el que solicitó asistencia para seguir teniendo esos buenos resultados y contar 
con mejor equipamiento. 


Es política del Ministerio, y no hay nada que lo impida, que los traslados no son aprobados porque, en 
realidad, atentan contra la buena calidad y los buenos resultados en la medida en que a veces se hacen 
pensando más en objetivos económicos que asistenciales. Los objetivos asistenciales se preservan y se 
mejoran cuando las instituciones mejoran las instalaciones en aquellos lugares donde han sido buenas y son 


de calidad. Este es el caso. Aquí hay instalaciones para el sector salud a preservar en los dos casos. Cada una 
ha actuado por vías diferentes. En realidad, el señor Diputado, cuando plantea que las instituciones deben 
pedir financiamiento adonde corresponde, quiero decir que IMPASA es lo que ha hecho, es decir que lo ha 
pedido en el Banco de la República. 


Es lo que quería aclarar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ GALEANO.- En el caso concreto del funcionamiento del Fondo Nacional de 
Recursos, respecto de este tema que se está planteando ahora, repito, hay una trayectoria, una manera 
de actuar del Fondo respecto a sus proveedores que, en el acierto o en el error, en la legalidad o fuera 
de ella según se pueda interpretar, marcó una manera de trabajar tendiente al mejoramiento de la 
calidad de la atención. 


Claramente, hemos tenido una política de fortalecer el vínculo con los IMAE, de trabajar con los Institutos de 
Medicina Altamente Especializada; de hecho, están integrados a la Comisión Honoraria. Como persona 
pública no estatal, el Fondo Nacional de Recursos tiene una delegación de la Asociación de IMAEs; tiene 
representantes de los dos agrupamientos de instituciones de asistencia médica colectiva más representativos. 


(Diálogos) 


——— Estaba señalando que, repito, el objetivo principal del adelanto de pago estuvo en la línea de mejorar la 
situación de funcionamiento de un IMAE, que funciona en una institución, y más allá de las relaciones entre 
esa institución y ese IMAE, el objetivo prioritario que estaba planteado era el mejoramiento de la atención 
sanitaria; es decir, garantizar y mantener los estándares de calidad que tiene el Instituto Nacional de Cirugía 
Cardíaca. 


SEÑOR TROBO.- Había solicitado algunos documentos que espero que los podamos tener en los 
próximos días. Pero me interesaría tener algún informe del Fondo Nacional de Recursos en el que se 
establezca o se reclame la realización de las obras o de las inversiones necesarias para mantener el 
nivel de calidad de la atención de este IMAE en particular en el ámbito en el cual está establecido. 


También deseo obtener la formalización del pedido de IMPASA. Reitero esto porque en la discusión en el 
Fondo Nacional de Recursos está rotulado como solicitud de IMPASA y no solicitud del IMAE o del 
contratante con el Fondo Nacional de Recursos. Allí dice que el señor Presidente plantea el tema del adelanto 
solicitado por IMPASA con destino al IMAE INCC. Supongo que hay una nota, que allí hay un justificativo y 
que dicha nota tiene un informe previo, que deberemos conocer. 


Sin perjuicio de ello, deseo insistir en algo sobre lo cual el señor Subsecretario o el Presidente del Fondo no 
han dicho absolutamente nada, que es: ¿por qué esta decisión se toma en Comisión general? ¿Hay versión 
taquigráfica o no? Pedí la grabación, si la hay, porque es razonable y de elemental transparencia que se 
conozca. Yo soy eventual beneficiario del Fondo Nacional de Recursos. Pago mi cuota. ¿No tengo derecho a 
saber si se cumple o no con la ley? Entonces, si centramos el problema en la reunión del 17 de enero, creo 
que hay que abrir la ventana y dejar que entre aire. Por lo que se conoce, hay una lacónica expresión respecto 
del origen de la solicitud y de la concesión de la autorización. Sin perjuicio de ello, debo decir que si bien las 
mayorías son legitimantes, como por supuesto corresponde en un régimen en el cual hay que establecer cómo 
se toman las decisiones, es notorio que hay opiniones contrarias. Obviamente, nosotros solicitaremos la 
información de por qué se tienen opiniones contrarias. De repente fue por falta de información; de repente 
fue porque no se comparte el criterio. 


Todos estos elementos que pudieran ser enviados a la Comisión nos van a nutrir de datos que realmente hoy 
no tenemos. Reitero, esta decisión se tomó en un régimen que no parece el más adecuado para una decisión 
tan importante. 


SEÑOR FERNÁNDEZ GALEANO.- Tengo en mi poder una nota del 3 de enero de 2008, firmada por 
el Presidente del Consejo Directivo de IMPASA, doctor Raúl Lombardi, y la Secretaria, doctora Teresa 
Sandar, que voy a entregar para que esté en poder de los señores Diputados. En esta nota se establece 
claramente que el 28 de diciembre de 2007 se firmó un convenio entre IMPASA y el SMI que ratifica el 


compromiso y describe los acuerdos alcanzados para transitar en forma exitosa el proceso de gestión y 
posterior absorción. Sin duda, esta nota debería estar acompañada de ese acuerdo del 28 de diciembre. 
En un párrafo que está más adelante, dice: "Acompañando los mismos se realizarán una serie de 
mejoras en la infraestructura edilicia y en el equipamiento médico, en particular de las áreas 
asistenciales vinculadas al Instituto Nacional de Cirugía Cardíaca (INCC)". 


Concretamente, se le hizo una inspección, como se hace con todos los IMAE. Por supuesto, los antecedentes 
llegarán oportunamente a esta Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, pero a partir de ella quedó 
claro cuáles eran los aspectos pendientes en cuanto a equipamiento y a la planta física del INCC. Entonces, lo 
que hace IMPASA para cumplir los acuerdos, el compromiso con la institución SMI -como decía la señora 
Ministra- es plantear la necesidad de un adelanto. Efectivamente, el adelanto no lo formula la institución 
INCC sino que lo hace IMPASA y, por eso, fue presentado en la Comisión de esa manera. 


Con respecto al tema del régimen de Comisión general y cómo maneja la Comisión Honoraria su agenda, en 
este caso estábamos en la primera sesión del mes de enero y simplemente se leyó la nota; había que describir 
el acuerdo que había habido con IMPASA y se puso a consideración con los resultados de votación que ya 
señalamos: el voto afirmativo de la delegación del Estado y de la Unión de la Mutualidad del Uruguay y dos 
votos en reserva del CASMU y de la FEMI. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Presidencia, junto con la Secretaría, va a analizar las palabras del señor 
Diputado Trobo a fin de extraer cuáles son los documentos que se le van a solicitar al Ministerio de 
Salud Pública. 


SEÑOR TROBO.- Puedo entregar una lista. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Diputado colabora, es mejor. 


Vamos a trasladar al Ministerio de Salud Pública los pedidos correspondientes. 


Luego de obtenida esta documentación, será la oportunidad de rediscutir este tema y, eventualmente, hacerlo 
sobre los elementos de fondo que están planteados. Tenemos un compromiso de discutir a fondo el tema del 
Fondo -valga la redundancia- a los efectos de que, por lo menos, los Diputados de esta Comisión den su 
opinión al Ministerio y lograr mantener un intercambio que permita que un instrumento que todos valoramos 
muchísimo sea optimizado. 


Agradecemos vuestra comparecencia y quedamos dispuestos para una próxima reunión en la cual 
manejaremos estos informes. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


